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RESUMEN 

 

La presente investigación pretende abordar la problemática en cuanto a la regulación de 

la atenuación de la pena por responsabilidad restringida. Es así que mediante la presente 

investigación se aborda el desarrollo legislativo respecto a la regulación de la 

atenuación de la pena por responsabilidad restringida y acomete definir e identificar las 

fuentes doctrinarias que sustentan y se oponen a considerarlo como atenuante 

privilegiada, considerando que su restricción vulnera normas constitucionales. El diseño 

de investigación utilizado en la presente investigación es de tipo Mixto, pues cuenta con 

unidades cualitativas y cuantitativas, desarrollado con un enfoque de investigación 

jurídico-social, pues pretende tener un efecto de modificación, específicamente en la 

responsabilidad restringida por la edad, desarrollado en el artículo 22 del Código Penal 

y la modificatoria del D. Legislativo N° 1181, considerando que no podemos obviar un 

aspecto que ha influido en el derecho penal, conocido como las circunstancias 

atenuantes de orden sustantivo, referido a la calidad del agente, respecto a la 

responsabilidad restringida, en virtud del cual se pone en cuestión el Principio 

Constitucional de Igualdad, en lo que respecta a la modalidad del delito y a las 

circunstancias del hecho punible, así como a las condiciones personales (edad) de los 

acusados. Es menester precisar los objetivos que direccionaron la investigación, 

tenemos como objetivo general: Analizar cuál es el desarrollo legislativo de la 

regulación de la atenuación de la pena por responsabilidad restringida y cuáles son las 

fuentes doctrinarias que sustentan y se oponen a considerarlo como atenuante 

privilegiada y la restricción de esta vulnera normas constitucionales, en la aplicación de 

los jueces en la expedición de sentencias e Identificar cómo debe ser una fórmula legal 

que supere las dificultades que genera la aplicación del D. Legislativo 1181; como 

objetivos específicos: a) Analizar cómo está regulada la atenuación de la pena por 

responsabilidad restringida y de que forma la aplican los jueces en la expedición de 

sentencias. b) Identificar cuáles son las fuentes doctrinarias que sustentan y se oponen a 

considerar la responsabilidad restringida como atenuante privilegiada. c) Determinar la 

restricción de la aplicación de la responsabilidad restringida como atenuante 

privilegiada establecida en el D. Legislativo 1181, e Identificar cómo debe ser una 

fórmula legal que supere las dificultades que genera la aplicación del D. Legislativo 

1181 y la vulneración de normas constitucionales. 

 

Palabras claves (Keywords): 

Responsabilidad Restringida, atenuación privilegiada, principio de igualdad, 

inconstitucionalidad, Pena. 
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ABSTRACT 

 

The present investigation tries to approach the problematic as far as the regulation of the 

attenuation of the pain by restricted responsibility. Thus, the present investigation 

addresses the legislative development regarding the regulation of the mitigation of the 

penalty for restricted responsibility and undertakes to define and identify the doctrinal 

sources that support and oppose considering it as a privileged mitigation, considering 

that its restriction violates norms constitutional The research design used in the present 

investigation is of the Mixed type, since it has qualitative and quantitative units, 

developed with a focus on juridical-social research, since it intends to have a 

modification effect, specifically in the responsibility restricted by age, developed in 

article 22 of the Penal Code and the modification of Legislative Decree No. 1181, 

considering that we can not ignore an aspect that has influenced criminal law, known as 

mitigating circumstances of a substantive order, referred to the quality of the agent, to 

the restricted responsibility, under which the Constitutional Principle of Equality is 

questioned, with regard to the type of crime and the circumstances of the punishable act, 

as well as the personal conditions (age) of the accused.It is necessary to specify the 

objectives that guided the research, we have as a general objective: Analyze what is the 

legislative development of the regulation of the mitigation of the penalty for restricted 

responsibility and what are the doctrinal sources that support and oppose to consider it 

as a privileged mitigation and the restriction of this violates constitutional norms, in the 

application of judges in the issuance of sentences and Identify how a legal formula 

should be that overcomes the difficulties generated by the application of Legislative 

Decree 1181; as specific objectives: a) Analyze how the mitigation of the penalty for 

restricted liability is regulated and how the judges apply it in the issuance of sentences. 

b) Identify the doctrinal sources that sustain and oppose the consideration of restricted 

liability as a privileged mitigation. c) Determine the restriction of the application of 

restricted liability as a privileged mitigation established in Legislative Decree 1181, and 

Identify what a legal formula should be that overcomes the difficulties generated by the 

application of Legislative Decree 1181 and the violation of constitutional norms 

Keywords: 

Restricted Responsibility, privileged attenuation, principle of equality, 

unconstitutionality, Penalty. 

 



11 
 

I. INTRODUCCIÓN 

La presente investigación, titulado: “fuentes doctrinarias de la responsabilidad 

restringida; desarrollo legislativo y constitucionalidad de su restricción por el Decreto 

Legislativo N° 1181.”,  se aborda el desarrollo legislativo respecto a la regulación de la 

atenuación de la pena por responsabilidad restringida y acomete definir e identificar las 

fuentes doctrinarias que sustentan y se oponen a considerarlo como atenuante 

privilegiada, considerando que su restricción vulnera normas constitucionales. El 

proceso de determinación de la pena es, indudablemente, complejo, se sabe que ella 

admite dos instancias: la legal y la judicial. La determinación legal se realiza en 

abstracto, e incide en el tipo de pena y en el marco previsto en el Código Penal para 

cada delito. La ley también establece circunstancias modificativas de la responsabilidad 

penal, esto es, aquellas que tienen por virtud atenuar o agravar las penas fijadas en 

abstracto para cada hecho punible. (AVALOS, 2015) 

 

Ahora bien existe la figura de la responsabilidad restringida o disminuida la cual 

establece que la capacidad de auto controlarse de ciertos agentes delictivos, como son el 

joven, cuya edad oscila entre los 18 a 21 años de edad y el anciano mayor de 65 años, se 

encuentra disminuida, es decir, al sujeto le puede costar más o menos esfuerzo al 

comportarse de acuerdo a la norma, debe tener una fuerza de voluntad mucho mayor 

que el individuo normal, lo que lleva a la disminución de la capacidad de culpabilidad, 

debido a que deba compensarse su menor capacidad de control. La presencia de dichas 

restricciones como lo estipula en el D. Legislativo 1181, en nuestro país resultan ser 

cuestionables desde el ámbito académico del derecho, dado que su contenido en su 

mayoría no se encuentra dentro del marco constitucional; y, no sólo a nivel doctrinario, 

sino porque sus efectos sociales suelen ser nocivos, no solo por su falta de eficacia a 
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corto, mediano y largo plazo, sino también por el sacrificio de principios, como en la 

presente investigación el sacrificio del principio de igualdad, cuya vulneración no se 

puede tolerar en un Estado Constitucional de Derecho, ello a partir del análisis de la 

realidad del fenómeno delictivo en nuestro país. Respecto a lo descrito en los párrafos 

supra se determina el problema general:  ¿Cómo ha sido el desarrollo legislativo de la 

regulación de la atenuación de la pena por responsabilidad restringida y cuáles son las 

fuentes doctrinarias que sustentan y se oponen a considerarlo como atenuante 

privilegiada y la restricción de esta vulnera normas constitucionales, en la aplicación de 

los jueces en la expedición de sentencias y cómo debe ser una fórmula legal que supere 

las dificultades que genera la aplicación del D. Legislativo 1181?, y los problemas 

específicos: a) ¿Cómo ha sido el desarrollo legislativo de la regulación de la atenuación 

de la pena por responsabilidad restringida y de que forma la aplican los jueces en la 

expedición de sentencias?, b) ¿Cuáles son las fuentes doctrinarias que sustentan y se 

oponen a considerar la responsabilidad restringida como atenuante privilegiada?, c) ¿La 

restricción de la aplicación de la responsabilidad restringida como atenuante 

privilegiada establecida por el D. Legislativo 1181, ycómo debe ser una fórmula legal 

que supere las dificultades que genera la aplicación del D. Legislativo 1181 y la 

vulneración de normas constitucionales?. La importancia de la investigación radica en el 

aporte que constituirá a nivel académico, de forma que sus resultados puedan orientar y 

guiar la labor legislativa en nuestro país, a fin de que la producción legislativa, 

sobretodo en el ámbito del derecho Penal y Procesal Penal, se realice en base a un 

ejercicio más concienzudo, teórico, técnico y razonado en cuanto a costo-beneficio, 

analizando desde el ámbito académico y desde teorías como la finalista, coligiendo los 

efectos de dichas modificatorias; evitando  de esta forma que se produzca una 

vulneración al Principio de Igualdad en el marco Constitucional, cuyo respeto y 
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vigencia son vitales a fin de Administrar Justicia acorde a las garantías estipuladas en 

nuestra Constitución.  

 

En ese entender se planteó como objetivo general: Analizar cuál es el desarrollo 

legislativo de la regulación de la atenuación de la pena por responsabilidad restringida y 

cuáles son las fuentes doctrinarias que sustentan y se oponen a considerarlo como 

atenuante privilegiada y la restricción de esta vulnera normas constitucionales, en la 

aplicación de los jueces en la expedición de sentencias, e identificar cómo debe ser una 

fórmula legal que supere las dificultades que genera la aplicación del D. Legislativo 

1181 y como objetivos específicos: a) Analizar cómo está regulada la atenuación de la 

pena por responsabilidad restringida y de que forma la aplican los jueces en la 

expedición de sentencias. b) Identificar cuáles son las fuentes doctrinarias que sustentan 

y se oponen a considerar la responsabilidad restringida como atenuante privilegiada. c) 

Determinar la restricción de la aplicación de la responsabilidad restringida como 

atenuante privilegiada establecida en el D. Legislativo 1181 e identificar cómo debe ser 

una fórmula legal que supere las dificultades que genera la aplicación del D. Legislativo 

1181 y la vulneración de normas constitucionales 

 

Consecuentemente, se pretende inaplicar, el segundo párrafo del  D. Legislativo 1181, 

por su contenido no útil e inconstitucional, a fin de garantizar el cumplimiento del 

principio de igualdad amparado en la Constitución, dado que únicamente de dicha 

forma se concretizará la actuación constitucional y la adecuada determinación de la 

pena. 
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1.1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

El proceso de determinación de la pena es, indudablemente, complejo, se sabe que ella 

admite dos instancias: la legal y la judicial. La determinación legal se realiza en 

abstracto, e incide en el tipo de pena y en el marco previsto en el Código Penal para 

cada delito. La ley también establece circunstancias modificativas de la responsabilidad 

penal, esto es, aquellas que tienen por virtud atenuar o agravar las penas fijadas en 

abstracto para cada hecho punible.  

 

Estas pueden corresponder a la misma parte especial, la instancia de determinación 

judicial o de individualización de la pena, por el contrario, no se realiza en abstracto, 

sino que atiende a las especificidades del caso concreto. Para ello, debe atender a una 

serie de criterios que el mismo legislador establece, sobre todo, en el artículo 46 del 

Código Penal.  

 

Ahora bien existe la figura de la responsabilidad restringida o disminuida la cual 

establece que la capacidad de autocontrolarse de ciertos agentes delictivos, como son el 

joven cuya edad oscila entre los 18 a 21 años de edad y el anciano mayor de 65 años, se 

encuentra disminuida, es decir, al sujeto le puede costar más o menos esfuerzo al 

comportarse de acuerdo a la norma, debe tener una fuerza de voluntad mucho mayor 

que el individuo normal, lo que lleva a la disminución de la capacidad de culpabilidad, 

debido a que deba compensarse su menor capacidad de control. 

 

La presencia de dichas restricciones como lo estipula en el D. Legislativo 1181, en 

nuestro país resultan ser cuestionables desde el ámbito académico del derecho, dado que 

su contenido en su mayoría no se encuentra dentro del marco constitucional; y, no sólo 
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a nivel doctrinario, sino porque sus efectos sociales suelen ser nocivos, no solo por su 

falta de eficacia a corto, mediano y largo plazo, sino también por el sacrificio de 

principios, como en la presente investigación el sacrificio del principio de igualdad, 

cuya vulneración no se puede tolerar en un Estado democrático de derecho como 

pretende serlo nuestro país, ello a partir del análisis de la realidad del fenómeno 

delictivo en nuestro país. 

 

1.2. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 

1.2.1. PROBLEMA GENERAL 

¿Cómo ha sido el desarrollo legislativo de la regulación de la atenuación de la pena por 

responsabilidad restringida y cuáles son las fuentes doctrinarias que sustentan y se 

oponen a considerarlo como atenuante privilegiada y la restricción de esta vulnera 

normas constitucionales en la aplicación de sentencias expedidas por los jueces, y cómo 

debe ser la fórmula legal que supere las dificultades que genera la aplicación del D. 

Legislativo 1181?, 

 

1.2.2. PROBLEMAS ESPECIFICOS  

a) ¿Cómo ha sido el desarrollo legislativo de la regulación de la atenuación de la pena 

por responsabilidad restringida y de que forma la aplican los jueces en la expedición de 

sentencias? 

b) ¿Cuáles son las fuentes doctrinarias que sustentan y se oponen a considerar la 

responsabilidad restringida como atenuante privilegiada?,  

c) ¿La restricción de la aplicación de la responsabilidad restringida como atenuante 

privilegiada vulnera normas constitucionales; y cómo debe ser la fórmula legal que 

supere las dificultades que genera la aplicación del D. Legislativo 1181? 
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1.3. HIPÓTESIS DE INVESTIGACIÓN  

1.3.1. HIPÓTESIS GENERAL  

El desarrollo legislativo en la regulación  de la atenuación de la pena por 

responsabilidad restringida, ha sido legislada en forma regresiva y aplicada por los 

jueces en forma legalista, al respecto las fuentes doctrinarias que están a favor de 

considerar la responsabilidad restringida como atenuante privilegiada, son las teorías 

finalistas y las que se oponen son las del populismo penal, no obstante a partir de un test 

de constitucionalidad, es posible determinar que la  restricción de la aplicación de la 

responsabilidad restringida establecida por el D. Ley 1181 como atenuante privilegiada 

vulnera normas constitucionales, es  por ello que es imprescindible la modificatoria de 

dicha norma. 

 

1.3.2. HIPÓTESIS ESPECIFICA  

a) La atenuación de la pena por responsabilidad ha sido legislada en forma 

regresiva en perjuicio de su aplicación y los jueces la aplican de manera 

legalista sin mayor interpretación. 

b) Las fuentes doctrinarias que están a favor de considerar la responsabilidad 

restringida como atenuante privilegiada, son las teorías finalistas referidas a la 

capacidad de culpabilidad y las que se oponen están relacionadas al populismo 

penal. 

c) A partir de un test de constitucionalidad, es posible determinar que la 

restricción de la aplicación de la responsabilidad restringida establecida por el 

D. Legislativo N° 1181 como atenuante privilegiada vulnera normas 

constitucionales; por tanto es viable la modificatoria de dicha norma. 
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1.4. JUSTIFICACIÓN DEL ESTUDIO  

La importancia de la presente investigación radica en analizar cuál es el desarrollo 

legislativo de la regulación de la atenuación de la pena por responsabilidad restringida y 

cuáles son las fuentes doctrinarias que sustentan y se oponen a considéralo como 

atenuante privilegiada y la restricción de esta vulnera normas constitucionales, en la 

aplicación de los Jueces en la expedición de sentencias. 

 

Radicando la importancia del presente trabajo de investigación en el aporte que 

constituirá a nivel académico, de forma que sus resultados puedan orientar y guiar la 

labor legislativa en nuestro país, a fin de que la producción legislativa, sobretodo en el 

ámbito del derecho Penal y procesal Penal, se realice en base a un ejercicio más 

concienzudo, teórico, técnico y razonado en cuanto a costo-beneficio, analizando desde 

el ámbito académico y desde teorías como la finalista, coligiendo los efectos de dichas 

modificatorias; evitando  de esta forma que se produzca una vulneración al Principio de 

Igualdad en el marco Constitucional, cuyo respeto y vigencia son vitales a fin de 

Administrar Justicia acorde a las garantías estipuladas en nuestra Constitución. 

 

Consecuentemente, se pretende modificar el D. Legislativo 1181, a fin de garantizar el 

cumplimiento del principio de igualdad amparado en la Constitución, dado que 

únicamente de dicha forma se concretizará la actuación constitucional y la adecuada 

determinación de la pena. 
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1.5. OBJETIVOS DE LA INVESTIGACIÓN  

1.5.1. OBJETIVO GENERAL 

Analizar cuál es el desarrollo legislativo de la regulación de la atenuación de la pena por 

responsabilidad restringida y cuáles son las fuentes doctrinarias que sustentan y se 

oponen a considerarlo como atenuante privilegiada y la restricción de esta vulnera 

normas constitucionales en la aplicación de sentencias expedidas por los jueces, y cómo 

debe ser la fórmula legal que supere las dificultades que genera la aplicación del D. 

Legislativo 1181. 

 

1.5.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS  

a) Analizar el desarrollo legislativo de la regulación de la atenuación de la pena 

por responsabilidad restringida y de que forma la aplican los jueces en la 

expedición de sentencias.  

b) Identificar cuáles son las fuentes doctrinarias que sustentan y se oponen a 

considerar la responsabilidad restringida como atenuante privilegiada.  

c) Determinar la restricción de la aplicación de la responsabilidad restringida 

como atenuante privilegiada vulnera normas constitucionales; y cómo debe ser 

la fórmula legal que supere las dificultades que genera la aplicación del D. 

Legislativo 1181. 
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II. REVISIÓN DE LITERATURA 

 

2.1. ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACION:  

Previas las indagaciones preliminares sobre los posibles antecedentes investigativos, 

tanto al interior de las Bibliotecas Central y Especializada de la Escuela Profesional de 

Derecho de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas de la UNA-PUNO, UANCV y 

aun fuera de éstas, no se han encontrado trabajos similares a la presente Investigación, 

por lo que ésta deviene en inédita en nuestro país. Asimismo, a nivel comparado 

tampoco no se encontró, trabajos similares, que nos sirviese de base.    

Ahora bien de acuerdo a la búsqueda en los diferentes repositorios de tesis así como 

cielo, dialnet entre otros no se encontró similares investigaciones que coadyuven al 

presente trabajo.   

 

2.2. MARCO TEORICO:  

2.2.1. LA PENA: 

Es la consecuencia jurídica del delito más antigua e importante. Lo primero por su 

aparición coincide con la aparición del Derecho Penal (las medidas de seguridad 

aparecen por primera vez en el proyecto de 1893del texto punitivo Suizo realizado por 

Stoos. 

 

De su importancia dice también el hecho de constituir un instrumento de control social 

que comporta injerencias de suma gravedad que va más allá de lo que inicialmente 

podría indicar su naturaleza jurídica  (v.gr. la restricción de los derechos de la persona 

que acarrea la pena privativa de libertad no se limita a una mera privación de la libertad 

de desplazamiento, si no se extiende a otros sectores de la vida del sentenciado: debilita 



20 
 

sus relaciones familiares, significa una privación de su fuente de trabajo habitual, 

acarrea una restricción de su derecho a la libertad sexual, etc. ) de la misma manera que 

lo dice el hecho de haberse constatado que sus efectos negativos reales pueden no 

terminar con la ejecución de la sanción, sino que se puede prolongar como una sombra 

hacia la nueva vida del condenado; como ocurre, por ejemplo, cuando se le priva de 

oportunidades de trabajo por “ haber estado en la  cárcel” (AVALOS, 2015). 

 

2.2.2. SISTEMA DE PENAS  

El código Penal de 1991, distingue cuatro clases de penas. Habiendo empleado el 

legislador Nacional como criterio de clasificación del contenido material de las 

sanciones, esto es, las penas han sido agrupadas según los bienes o derechos que por 

definición se ven afectados con su imposición.   

 

2.2.2.1. Penas Privativas de libertad: 

Se trata de la restricción del derecho a la libertad de desplazamiento de la persona que 

ha sido encontrada judicialmente responsable de la realización de un comportamiento 

criminal mediante su internamiento en un establecimiento penitenciario que es impuesta 

en calidad de castigo por un órgano jurisdiccional competente en razón de una 

resolución firme. (AVALOS, 2015). 

 

A. Cadena perpetua:  

En palabras de ZIPF, luego de la renuncia a la pena de muerte, en la actualidad es la 

pena de presidio perpetuo el instrumento más discutido de la política criminal (ZIPF, 

1994) 
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B. Pena Privativa de libertad temporal 

De acuerdo al artículo 29 del Código Penal, la pena privativa de libertad temporal 

tendrá una duración mínima de dos días y una máxima de treinta y cinco años. Esta 

prescripción no es importante en calidad de cláusula que fija los topes dentro de los 

cuales el legislador ordinario debe ejercer el poder punitivo estatal en el momento de 

establecer la comunicación legal de las penas privativas de libertad, pues, en tanto se 

trata de una norma legal ordinaria, no existe el menor problema para que su contenido 

pueda ser contradicho en algún caso concreto de acuerdo al principio de especialidad o 

modificado de manera general, por una norma de igual jerarquía. (AVALOS, 2015). 

 

2.2.2.2. Restrictiva de libertad: 

La pena restrictiva de libertad es la expulsión del país, tratándose de extranjeros. Se 

aplica después de cumplida la pena privativa de libertad. 

Concordante con el art. 303 del CP, que establece: “el extranjero que haya cumplido la 

condena impuesta será expulsado del país, quedando prohibido su reingreso”, al 

respecto el TC ha establecido lo siguiente: “la expulsión de un extranjero (acción de 

hacer, salir a un no nacional en territorio patrio), procede como consecuencia de un acto 

subsecuente del cumplimiento de una condena con pena privativa de libertad, impartida 

por un tribunal Nacional” (EXP. Nª 2876, 2015). 

 

2.2.2.3. Penas Limitativas de derecho: 

a) Prestación de servicios a la comunidad: Esta pena se define como aquella 

sanción punitiva, por la cual el condenado es obligado a realizar determinadas 

actividades en beneficio de la comunidad, es una prestación social, pues 

mediante ella asume los costos gravosos de su infracción normativa y promueve 
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su rehabilitación social, de indudables efectos de prevención especial. Se obliga 

al condenado a trabajos gratuitos en entidades asistenciales, hospitalarias, 

escuelas, orfanatos, otras instituciones similares y obras públicas. 

 

Los servidores se harán de acuerdo a las aptitudes del condenado debiendo 

cumplirse jornadas de 10 horas semanales entre sábados y domingos para no 

perjudicar su jornada habitual, pero si lo solicita puede ser autorizado para 

prestarlos los días útiles semanales, computándose la jornada correspondiente, 

esta pena se extenderá de 10 a 150 jornadas de servicios semanales. 

 

La ley establecerá los procedimientos para asignar los lugares y supervisar el 

desarrollo de la prestación de servicios.   

 

b) Limitación de días libres: Consiste en la obligación de establecer los días 

sábados, domingos y feriados, por un minuto de 10 y un máximo de 16 horas en 

total por cada fin de semana en un establecimiento organizado con fines 

educativos y sin características de un centro carcelario. Esta pena se extenderá 

de diez a ciento cincuenta y seis jornadas de limitación semanales. 

 

c) Inhabilitación: Esta sanción se encuentra consagrada en el artículo 36 del 

Código Penal, que ha sido objeto de varias modificaciones, la última de ellas 

producida por la ley Nº 30076, en los siguientes términos 

 

- Privación de la función, cargo o comisión que ejercía el condenado, aunque 

provenga de elección popular. 
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- Incapacidad o impedimento para obtener mandato, cargo, empleo o comisión 

de carácter público; 

- Suspensión de los derechos políticos que señale la sentencia; 

- Incapacidad para ejercer por cuenta propia o por intermedio de tercero 

profesión, comercio, arte o industria, que deben especificarse en la sentencia; 

- Incapacidad para el ejercicio de la patria potestad, tutela o curatela; 

- Suspensión o cancelación de la autorización para portar o hacer uso de armas 

de fuego.  Incapacidad definitiva para renovar u obtener licencia o 

certificación de autoridad competente para portar o hacer uso de armas de 

fuego, en caso de sentencia por delito doloso o cometido bajo el influjo del 

alcohol o las drogas. 

- Suspensión, cancelación o incapacidad definitiva para obtener autorización 

para conducir cualquier tipo de vehículo; 

- Privación de grados militares o policiales, títulos honoríficos u otras 

distinciones que correspondan al cargo, profesión u oficio del que se hubiese 

servido el agente para cometer el delito; 

- Incapacidad definitiva de las personas condenadas con sentencia consentida 

o ejecutoriada por los delitos de terrorismo tipificados en el Decreto Ley 

25475 (*) Artículo modificado por el artículo 1º de la Ley Nº 30076, 

publicada el 19/08/2013. por el delito de apología del terrorismo previsto en 

el inciso 2 del artículo 316 del Código Penal, por cualquiera de los delitos de 

violación de la libertad sexual tipificados en el Capítulo IX del Título IV del 

Libro Segundo del Código Penal o por los delitos de tráfico ilícito de drogas 

para ingresar o reingresar al servicio docente o administrativo en 

instituciones de educación básica o superior, pública o privada, en el 
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Ministerio de Educación o en sus organismos públicos descentralizados o, en 

general, en todo órgano dedicado a la educación, capacitación, formación, 

resocialización o rehabilitación. 

- Esta medida se impone obligatoriamente en la sentencia como pena 

principal; 

- Privación del derecho a residir en determinados lugares o acudir a ellos; 

- Prohibición de aproximarse o comunicarse con la víctima, sus familiares u 

otras personas que determine el juez; o, 

- Prohibición de comunicarse con internos o visitar establecimientos 

penitenciarios. 

 

2.2.2.4. Pena de multa: La multa es una consecuencia jurídica – criminal del delito 

de naturaleza pecuniaria, mediante la cual se impone al condenado la obligación de 

pagar una determinada cantidad de dinero en favor del Estado. 

 

En una apreciación general, debe asumirse – sin lugar a discusión que la multa posee 

naturaleza patrimonial, solo que cuando las penas patrimoniales se imponen y deben 

satisfacerse en dinero nos encontramos ante una subespecie de la misma a la que se 

denomina sanciones pecuniarias. (GRACIA, 2015) 

 

2.2.3. LA TEORÍA DE LA PENA 

2.2.3.1. Las teorías absolutas de la pena: Las teorías absolutas de la pena sostienen 

que la pena tiene la misión trascendental de realizar el valor Justicia. Por lo tanto, no se 

encuentran informadas por criterios de utilidad social. Este punto de partida es asumido 

por las llamadas teorías retributivas de la pena que la definen como retribución por una 
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lesión culpable. En su versión subjetivo-idealista, Kant sostiene que la ley penal es un 

imperativo categórico que impone la razón del sujeto individual sin atender a 

consideraciones de carácter utilitarista. El carácter estrictamente ideal de esta 

concepción de la pena se pone de manifiesto en el extendido ejemplo de la isla 

propuesta por el profesor de Königsberg, en donde llega a afirmar que si la sociedad de 

una isla decide disolverse, debe ejecutarse hasta el último asesino que se encuentre en 

prisión. La idea central de esta concepción es que la pena debe ser impuesta por 

imperativos de la razón, aunque su ejecución no sea necesaria para la convivencia 

social. En su versión objetiva-idealista, la teoría de la retribución de Hegel entiende que 

el Derecho, como objetividad de la voluntad, debe ser reestablecido ante la negación del 

delito.(voluntad subjetiva del autor).  

 

Si bien la voluntad del autor, en tanto irracional, no podría afectar la objetividad del 

Derecho, la única forma de tratar al delincuente como un ser racional es darle a su 

voluntad subjetiva una pretensión de validez general. Es, en este contexto, en donde 

puede comprenderse la extendida afirmación de Hegel de que la pena honra al 

delincuente como un sujeto racional. La imposición de pena al negar la voluntad 

subjetiva del delincuente, reafirma la racionalidad general del sistema jurídico. Este 

proceso dialéctico se verificaría con independencia de las consecuencias empíricas que 

produciría. En la doctrina penal actual existe consenso en cuanto a rechazar las 

concepciones absolutas de la pena. Salvo algunas reminiscencias de la filosofía idealista 

como la teoría de la pena defendida por Köhler (KÖHLER, 1986). 

 

La tendencia general está orientada a negar que la pena tenga una función ideal. Hay 

que precisar que la razón fundamental de este rechazo no es el cuestionamiento que 
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pudiera hacérsele a una filosofía de corte idealista. El rechazo a las teorías absolutas de 

la pena se encuentra, más bien, en la opinión general de que la existencia del Derecho 

penal depende de la existencia de la sociedad, de manera que resulta imposible imaginar 

un Derecho penal desligado de su utilidad social. Si bien las teorías de la retribución 

pueden dar un criterio de referencia para la pena (culpabilidad), presuponen la 

necesidad de pena, por lo que no se encontrarían en posibilidad de explicar cuándo se 

tiene que penar, La necesidad de pena sólo podría determinarse atendiendo a los 

requerimientos del concreto sistema social. 

 

2.2.3.2. Las teorías relativas de la pena: La comprensión del Derecho penal 

como fenómeno social nos lleva necesariamente a las teorías relativas de la pena, es 

decir, a aquellas teorías que entienden que la pena debe cumplir necesariamente una 

función social. El consenso doctrinal llega, sin embargo, sólo hasta este punto, 

comenzando a romperse cuando se tiene que determinar cuál esta función social. Si bien 

se suele reducir las teorías relativas a las que procuran fines de prevención, lo cierto es 

que cabe también otra orientación: las teorías de la reparación o re estabilización.  

 

a) Prevención general: La teoría de la prevención general establece que la función 

motivatoria del Derecho penal se dirige a todos los ciudadanos. La forma cómo 

tiene lugar este proceso motivatorio es precisamente lo que diferencia las dos 

variantes que existen al interior de esta teoría: la prevención general negativa y la 

prevención general positiva. 

 

b) Prevención especial o individual: La llamada teoría de la prevención especial 

parte también de la idea del efecto motivatorio de la pena, pero entiende que este 
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efecto no se dirige a la colectividad, sino al delincuente. En este sentido, no sería 

una teoría de la norma penal, sino una teoría de la ejecución de la pena. La 

comprensión de la pena como prevención especial estuvo contenida en el proyecto 

político-criminal de von Liszt, contando con un amplio desarrollo por parte del 

positivismo italiano. Según esta teoría, la pena debe intimidar al delincuente para 

que no vuelva a cometer hechos delictivos. Si es que la pena impuesta al 

delincuente no le produce un efecto intimidante, la teoría de la prevención especial 

establece que, en estos casos, la pena tendrá que asumir la labor de corregir a este 

sujeto inintimidable. Si finalmente el sujeto inintimidable resulta además 

incorregible, no quedará otra solución que su inoculización, es decir, su 

eliminación como peligro futuro de realización de nuevos delitos.  

 

2.2.4. DETERMINACION DE LA PENA 

La ley Nº 30076 del 19 de agosto de 2013 reformo radicalmente el proceso de 

determinación judicial de la pena en nuestro país a partir de la modificatoria de los 

artículos 45, 45-A y 46 del Código Penal. (AVALOS, 2015) 

 

Considerando que es el Juez el llamado a precisar la pena sin apartarse de lo que la ley 

dice al respecto, el legislador ha establecido ciertas reglas que deberán tomar en 

consideración al momento de fundamentar e imponer la pena. Están contenidos en el 

artículo 45º del CP (VIILA STEIN, 1998). 

“Artículo 45. Presupuestos para fundamentar y determinar la pena 

     El juez, al momento de fundamentar y determinar la pena, tiene en cuenta: 
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a. Las carencias sociales que hubiese sufrido el agente o el abuso de su cargo, 

posición económica, formación, poder, oficio, profesión o la función que 

ocupe en la sociedad. 

b. Su cultura y sus costumbres. 

c.  Los intereses de la víctima, de su familia o de las personas que de ella 

dependan, así como la afectación de sus derechos y considerando 

especialmente su situación de vulnerabilidad.” 

 

Los criterios mencionados se complementan necesariamente con las consideraciones 

precisadas por el Art. 45-A del CP para la individualización de la pena. 

“Artículo 45-A. Individualización de la pena 

Toda condena contiene fundamentación explícita y suficiente sobre los motivos de la 

determinación cualitativa y cuantitativa de la pena. 

Para determinar la pena dentro de los límites fijados por ley, el juez atiende la 

responsabilidad y gravedad del hecho punible cometido, en cuanto no sean 

específicamente constitutivas del delito o modificatorias de la responsabilidad. 

El juez determina la pena aplicable desarrollando las siguientes etapas: 

1. Identifica el espacio punitivo de determinación a partir de la pena prevista en la ley 

para el delito y la divide en tres partes. 

2. Determina la pena concreta aplicable al condenado evaluando la concurrencia de 

circunstancias agravantes o atenuantes observando las siguientes reglas: 

a) Cuando no existan atenuantes ni agravantes o concurran únicamente circunstancias 

atenuantes, la pena concreta se determina dentro del tercio inferior. 

 b) Cuando concurran circunstancias de agravación y de atenuación, la pena concreta 

se determina dentro del tercio intermedio 
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 c) Cuando concurran únicamente circunstancias agravantes, la pena concreta se 

determina dentro del tercio superior. 

3. Cuando concurran circunstancias atenuantes privilegiadas o agravantes 

cualificadas, la pena concreta se determina de la siguiente manera: 

a) Tratándose de circunstancias atenuantes, la pena concreta se determina por debajo 

del tercio inferior; 

b) Tratándose de circunstancias agravantes, la pena concreta se determina por encima 

del tercio superior; y 

c) En los casos de concurrencia de circunstancias atenuantes y agravantes, la pena 

concreta se determina dentro de los límites de la pena básica correspondiente al 

delito."(*) 

Artículo 46°.- Circunstancias de atenuación y agravación  

1. Constituyen circunstancias de atenuación, siempre que no estén previstas 

específicamente para sancionar el delito y no sean elementos constitutivos del hecho 

punible, las siguientes:  

a. La carencia de antecedentes penales;  

b. El obrar por móviles nobles o altruistas;  

c. El obrar en estado de emoción o de temor excusables;  

d. La influencia de apremiantes circunstancias personales o familiares en la ejecución 

de la conducta punible;  

e. Procurar voluntariamente, después de consumado el delito, la disminución de sus 

consecuencias;  

f. Reparar voluntariamente el daño ocasionado o las consecuencias derivadas del 

peligro generado; 
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 g. Presentarse voluntariamente a las autoridades después de haber cometido la 

conducta punible, para admitir su responsabilidad;  

h. La edad del imputado en tanto que ella hubiere influido en la conducta punible. 

2. Constituyen circunstancias agravantes, siempre que no estén previstas 

específicamente para sancionar el delito y no sean elementos constitutivos del hecho 

punible, las siguientes:  

a. Ejecutar la conducta punible sobre bienes o recursos destinados a actividades de 

utilidad común o a la satisfacción de necesidades básicas de una colectividad; 

b. Ejecutar la conducta punible sobre bienes o recursos públicos;  

c. Ejecutar la conducta punible por motivo abyecto, fútil o mediante precio, 

recompensa o promesa remuneratoria;  

d. Ejecutar el delito bajo móviles de intolerancia o discriminación de cualquier índole;  

e. Emplear en la ejecución de la conducta punible medios de cuyo uso pueda resultar 

peligro común;  

f. Ejecutar la conducta punible mediante ocultamiento, con abuso de la condición de 

superioridad sobre la víctima o aprovechando circunstancias de tiempo, modo o lugar, 

que dificulten la defensa del ofendido o la identificación del autor o partícipe;  

g. Hacer más nocivas las consecuencias de la conducta punible, que las necesarias 

para consumar el delito; 

h. Realizar la conducta punible abusando el agente de su cargo, posición económica, 

formación, poder, oficio, profesión o función;  

i. La pluralidad de agentes que intervienen en la ejecución del delito;  

j. Ejecutar la conducta punible valiéndose de un inimputable;  
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k. Cuando la conducta punible es dirigida o cometida total o parcialmente desde el 

interior de un lugar de reclusión por quien está privado de su libertad o se encuentra 

fuera del territorio nacional;  

l. Cuando se produce un daño grave al equilibrio de los ecosistemas naturales; 

m. Cuando para la realización de la conducta punible se han utilizado armas, 

explosivos o venenos, u otros instrumentos o procedimientos de similar eficacia 

destructiva.  

 

2.2.5. CIRCUNSTANCIAS PRIVILEGIADAS DE DETERMINACION DE LA 

PENA 

Los criterios básicos que orientan la determinación concreta de la pena son de tres 

órdenes: (VIILA STEIN, 1998) 

i. El criterio de culpabilidad: Sirve la culpabilidad para fundamentar y limitar la 

pena. Es un logro garantista pues, mitiga (excluye) criterios de peligrosidad, 

personalidad o responsabilidad por el carácter. 

ii. El criterio preventivo general: Es importante la estabilidad de la norma. La 

contingencia aversiva en que consiste la pena viabiliza la tesis llegada al ciudadano 

de que el Derecho penal objetivo, es uno de advertencia. 

iii. La pena cumplirá un papel instructivo conforme las propuestas del aprendizaje 

observacional o vicario del que ya hemos dado cuenta. Se activa en el ciudadano el 

sentido de la poena ya condicionada en el por lo de la “poenanaturalis”.  

iv. El criterio preventivo especial: Al imponerse la pena, ella tomara en cuenta las 

necesidades de reeducación o resocialización del infractor. 
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Esto de la resocialización sin embrago deberá tener contenido concreto conforme el que 

se derive de las modernas teorías del aprendizaje y de los hallazgos experimentales en 

materia de comportamiento humano. 

Hablar de Humanidad de las penas, de capacidad de libertad del sujeto, desarrollo de su 

personalidad, etc. sin asociar estos puntos con programas concretos de modificación 

conductual implica admitir que el Derecho Penal es un instrumento de descontrol social.  

(VIILA STEIN, 1998) 

 

2.2.6. LA ATENUACIÓN DE LA PENA 

Son atenuantes post delictuales, la reparación espontanea del daño, el arrepentimiento y 

la confesión sincera. (VIILA STEIN, 1998).Se denominan circunstancias atenuantes en 

el ámbito del Derecho Penal a aquellas particularidades, que se presentan en el caso 

concreto sometido a análisis, que permiten que el autor del hecho ilícito, si bien es 

hallado culpable y le será impuesta una pena, vea disminuida su responsabilidad penal. 

Dentro de estas están la adicción en cualquiera de sus formas, la intoxicación, los 

estados pasionales, extrema necesidad social del infractor. 

 

La edad del imputado en tanto que ella hubiera influido en la conducta punible. Esta 

circunstancia atenuante guardaría semejanza, al menos desde el punto de vista 

teleológico, con la norma prevista en el artículo 22 CP, esto es, la reducción prudencial 

de la pena cuando el agente tenga más de dieciocho y menos de veintiún, o más de 

sesenta y cinco años al momento de realizar la conducta punible. Costaría entender, 

fuera de estos límites, que la edad del agente, plenamente imputable, pudiera todavía 

influir en la perpetración delictiva. En cualquier caso, podría interpretarse que esta 

circunstancia sería de aplicación para aquellos supuestos en los que, a pesar de estar 
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dentro de esos límites etarios, no sea de aplicación el artículo 22 CP: homicidios o 

lesiones culposas (por conducción en estado de ebriedad) reiterados; agente integrante 

de una organización criminal o que haya incurrido en delito de violación sexual, 

homicidio calificado, feminicidio, extorsión, etc. (ORÉ SOSA, 2001) 

 

2.2.7. RESPONSABILIDAD RESTRINGIDA  

La responsabilidad restringida es la condición que configura una circunstancia atenuante 

privilegiada. (CASACION 336-2016 CAJAMARCA). El primer párrafo del artículo 22 

del CP regula la figura de la responsabilidad restringida o disminuida (exigibilidad 

parcial), la cual establece que la capacidad de autocontrolarse de ciertos agentes 

delictivos, como son el joven cuya edad oscila entre los 18 a 20 años de edad y el 

anciano mayor de 65 años, se encuentra disminuida, “es decir, al sujeto le puede costar 

más o menos esfuerzo al comportarse de acuerdo a la norma, debe tener una fuerza de 

voluntad mucho mayor que el individuo normal, lo que lleva a la disminución de la 

capacidad de culpabilidad, debido a que deba compensarse su menor capacidad de 

control”  (VILLAVICENCIO TERREROS).teniendo como causa factores biológicos –

psicológicos propios de su edad; y que tiene como consecuencia la reducción de la pena 

a partir del mínimo legal, sujeto a la discrecionalidad del juzgador, conforme al Pleno 

Jurisdiccional de Iquitos de 1999 (Acuerdo Plenario 4/99). 

 

Ahora bien la modificatoria propuesta por la Comisión de Justicia del Parlamento, 

exceptúa dicha reducción al momento de la individualización de la pena si se incurrió en 

forma reiterada en los delitos de Homicidio Culposo (Art. 111 3er párrafo CP) y 

Lesiones Culposas (Art. 124 4to párrafo CP), que tenía como supuestos si “el delito 

resulta de la inobservancia de reglas de profesión, de ocupación o industria y cuando 
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sean varias las víctimas del mismo hecho” , ello antes de la modificatoria, no obstante 

dichas normas también han sido modificadas con el proyecto bajo análisis, cuyo 

supuesto habría cambiado en el caso del delito de homicidio culposo, cuyo texto sería el 

siguiente, en el caso de homicidio culposo el nuevo tercer párrafo establece: “si la 

muerte se comete utilizando vehículo motorizado o arma de fuego, estando el agente 

bajo el efecto de drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas o sintéticas, o 

con presencia de alcohol en la sangre en proporción mayor de 0.5 gramos–litro, en el 

caso de transporte particular, o mayor de 0.25 gramos litro en el caso de transporte 

público de pasajeros, mercancías o carga en general, o cuando el delito resulte de la 

inobservancia de reglas técnicas de tránsito”, y en el caso de lesiones culposas el 

anterior supuesto se mantendría. Como podemos apreciar en dicho párrafo se ha 

introducido la figura de la reiteración, que alude implícitamente a la institución de la 

reincidencia, la misma que se fundamenta en que el reincidente (que ha de obrar 

dolosamente en el afán de volver a delinquir) revela que no ha ejercido efecto sobre él la 

misión reeducadora que constituye el fin de la pena. En nuestro código penal, tenemos 

que dicha institución se encuentra regulada por el artículo 46-B: que establece que quien 

“después de haber cumplido en todo o en parte una condena privativa de libertad, 

incurre en nuevo delito doloso en un lapso que no excede de cinco años tiene la 

condición de reincidente. Igual condición tiene quien haya sido condenado por la 

comisión de faltas dolosas. Constituye circunstancia agravante la reincidencia. El juez 

puede aumentar la pena hasta en un tercio por encima del máximo legal fijado para el 

tipo penal. Si al agente se le indultó o conmutó la pena e incurre en la comisión de 

nuevo delito doloso, el juez puede aumentar la pena hasta en una mitad por encima del 

máximo legal fijado para el tipo penal. En esta circunstancia, no se computarán los 

antecedentes penales cancelados.” De la lectura de la norma se puede inferir que la 
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reincidencia se encuentra explícitamente regulada sólo para delitos y faltas de comisión 

dolosa. Asimismo, cabe señalar que la figura de la habitualidad, es decir aquella 

costumbre adquirida por la repetición de actos delictivos, se encuentra regulada por el 

artículo 46-C del código acotado que refiere “si el agente comete un nuevo delito 

doloso, es considerado delincuente habitual, siempre que se trate por lo menos de tres 

hechos punibles que se hayan perpetrado en un lapso que no exceda de cinco años. La 

habitualidad en el delito constituye circunstancia agravante. El juez puede aumentar la 

pena hasta en una mitad por encima del máximo legal fijado para el tipo penal. En esta 

circunstancia, no se computarán los antecedentes penales cancelados”; como podemos 

apreciar, tenemos que nuevamente se regula sólo por la comisión de nuevo delito doloso 

dentro de 5 años 3 hechos punibles, y en calidad de agravante en la individualización de 

la pena a imponerse.  

 

2.2.8. DECRETO LEGISLATIVO 1181 

Mediante Ley Nº 30336 el Congreso de la República ha delegado al Poder Ejecutivo la 

facultad de legislar en materia de fortalecimiento de la seguridad ciudadana, lucha 

contra la delincuencia y el crimen organizado, por un plazo de noventa (90) días 

calendario; ello de conformidad con lo establecido en el artículo 104 de la Constitución 

Política del Perú; con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y con cargo a dar 

cuenta al Congreso de la República; de tal forma que se ha dado el decreto legislativo 

N° 1181, mediante el cual se ha modificado el artículo 22. 

(…)"Artículo 22. Responsabilidad restringida 

Por la edad Podrá reducirse prudencialmente la pena señalada para el hecho punible 

cometido cuando el agente tenga más de dieciocho y menos de veintiún años o más de 

sesenta y cinco años al momento de realizar la infracción, salvo que haya incurrido en 



36 
 

forma reiterada en los delitos previstos en los artículos 111, tercer párrafo, y 124, cuarto 

párrafo. 

 

Está excluido el agente integrante de una organización criminal o que haya incurrido en 

delito de violación de la libertad sexual, homicidio calificado, homicidio calificado por 

la condición oficial del agente, feminicidio, sicariato, conspiración para el delito de 

sicariato y ofrecimiento para el delito de sicariato, extorsión, secuestro, robo agravado, 

tráfico ilícito de drogas, terrorismo, terrorismo agravado, apología, genocidio, 

desaparición forzada, tortura, atentado contra la seguridad nacional, traición a la Patria u 

otro delito sancionado con pena privativa de libertad no menor de veinticinco años o 

cadena perpetua. 

(…) 

2.2.9. FUENTES DOCTRINARIAS 

La Corte Suprema ha establecido que no pueden aplicarse las leyes que prohíben a los 

jueces atenuar la pena en razón de la edad del autor de un delito, incluso cuando el 

ilícito cometido sea la violación sexual de menor. Ello es inconstitucional, pues 

afectaría el principio de igualdad las leyes que prohíben a los jueces penales reducir las 

penas en los casos de responsabilidad penal restringida del autor; esto es, cuando tengan 

menos de 21 años, incluso en casos graves como violación sexual de menor de edad. De 

lo contrario, se vulneraría el principio de igualdad que tiene relevancia constitucional.  

 

Así lo ha establecido la Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de la República, al 

resolver el Recurso de Nulidad N° 701-2014-Huancavelica. En dicho fallo, la Sala ha 

señalado que la responsabilidad restringida se sustenta en la capacidad penal disminuida 

del autor. Por lo tanto, prohibir mediante una ley la disminución de la pena sobre la base 
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del delito cometido significaría valorar el grado de antijuridicidad de la conducta con un 

elemento que no es propio para hacerlo. 

 

Ahora bien si, según el caso en concreto, un sujeto fue denunciado por haber ultrajado 

sexualmente a una menor de cinco años de edad en diciembre de 2008. Los hechos 

indicaban que este sujeto aprovechó que la víctima, siguiendo indicaciones de un amigo 

también menor de edad, ingresó al domicilio donde se encontraba el delincuente y que 

era de propiedad de su padre. 

 

En primera instancia, la Sala Superior de Huancavelica consideró probados los hechos 

y, en aplicación del inciso 3 del artículo 173 del Código Penal, que regula el delito de 

violación sexual de menor de siete años de edad, impuso al autor la pena de cadena 

perpetua.  

 

Esta decisión, sin embargo, fue cuestionada por el condenado, pues consideró que no se 

habían valorado algunas pruebas que, según él, lo beneficiaban. Por este motivo, 

interpuso recurso de nulidad que fue elevado a la Corte Suprema. 

¿Por qué no puede aplicarse cadena perpetua a menor de 21 años? 

 

La Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema, al revisar el recurso, consideró que no 

era válido el argumento entablado por el impugnante. Más bien la Corte señaló que se 

había probado la comisión del delito. Sin embargo, el Supremo Tribunal realizó 

observaciones a la pena de cadena perpetua impuesta.  
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En efecto, la Sala consideró que cuando el imputado perpetró el delito tenía veinte años 

de edad, por lo que era sujeto de responsabilidad restringida y correspondía la 

aplicación de una reducción de la pena.  

 

No obstante, también tuvo en consideración que el artículo 22 del Código Penal, luego 

de la modificación hecha por la Ley N° 27024, de diciembre de 1998, prohíbe la 

disminución de la pena en casos de violación sexual de menor. A pesar de ello, la Sala 

Penal Transitoria consideró que esta era una limitación inconstitucional porque 

vulneraba el principio de igualdad, de rango y relevancia constitucional. Asimismo, 

apoyó su decisión en el hecho de que la prohibición no recae por la valoración de la 

antijuridicidad de un hecho, sino en el tipo de delito cometido; por lo que –afirmó la 

Corte– no existe fundamento razonable ni objetivo para diferenciar un mismo criterio en 

dos escenarios distintos.  

 

Por ello, la Sala Penal Transitoria confirmó la condena impuesta, pero la modificó, 

revocando así la cadena perpetua e imponiendo una de treinta y cinco años de prisión. 

 

A. TEORÍA FINALISTAS 

Es un criterio o corriente procesal para ubicar la culpabilidad del sujeto y la consecuente 

imposición de la pena, parte de la Teoría del jurista alemán Hans Welzel quien en el año 

de 1930 realiza una crítica del sistema causalista diciendo que el ubicar la acción en 

forma causal es una forma ciega de observar el delito aduciendo que es una forma ciega 

por que el causalismo se reduce a causa-efecto sin tener en cuenta la finalidad de la 

acción. 



39 
 

La escuela Finalista funda su razón de ser en la subjetividad del acto y que corresponde 

a la fase interna (el pensamiento del individuo), analizando los motivos y finalidades del 

delincuente para poder deducir de ahí la culpabilidad del sujeto en base a la realización 

de un hecho. Por tal motivo ésta escuela se basa totalmente en la teoría del Tipo y sus 

elementos como condición para que pueda establecerse la culpabilidad; esto es, que ésta 

teoría exige el estudio dogmático-jurídico de cada uno de los elementos del tipo 

analizados en la relación del hecho delictivo en particular para poder establecer la 

culpabilidad sobre una persona.  (WELSEL, 1951) 

 

La teoría finalista afirma que el legislador al crear tipos penales debe estar sujeto a las 

estructuras permanentes de la teoría del delito y no violentar las estructuras para evitar 

caer en contradicciones. De tal modo que el legislador debe partir de los conceptos de 

acción, antijuricidad y culpabilidad, como estructuras fundamentales, que servirán para 

preservar los derechos fundamentales del hombre, es decir que su actividad creadora no 

debe ser autónoma, si no sujetarse a los principios de la teoría del delito. 

 

B. EL POPULISMO PENAL 

Se define como la estrategia desplegada por actores políticos y funcionarios del sistema 

penal, encaminada, aparentemente, a remediar los problemas que se derivan del crimen 

y la inseguridad, pero que en el fondo implica una alianza demagógica para crear en la 

conciencia ciudadana la necesidad de aplicar medidas extremas de “mano dura” y 

“tolerancia cero” contra los infractores, aun en delitos de menor impacto, a sabiendas de 

que son respuestas eufemísticas, viscerales, basadas en sondeos no confiables, que lejos 

de disminuir la tasa delincuencial, la incrementan de manera incontrolable” (PRATS, 

2008). 
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En las últimas décadas se incorporó al debate la perspectiva del populismo punitivo 

como concepto que denota las medidas represivas alimentadas por la demagogia de la 

inseguridad y el miedo. El miedo al otro ha sido siempre un recurso del poder político: 

puede producirlo él mismo, como en los regímenes abiertamente autoritarios, o servirse 

de él, secundándolo o alimentándolo con objeto de obtener consenso y legitimación 

(FERRAJOLI, 2011) 

 

La función asignada al castigo en el populismo punitivo está vinculada a intereses 

electorales, como el reconocimiento de la medida como adecuada y eficaz frente a la 

inseguridad, pero deja sin resolver el fin de prevención y no reconoce los límites que 

supone aceptar alguna de las doctrinas de justificación (CANCIO MELIA, Manuel, 

JAKOBS, Gunter, 2003) 

 

Como expuso hace tiempo Goldschmidt los principios de la política criminal de un país 

constituyen precisamente el termómetro por el que se mide el carácter democrático o no 

de su ordenamiento jurídico. Y lo cierto es que estas políticas populistas responden a 

una ideología neo-autoritaria de corte antidemocrático, que se fundamentan -escudan- 

bajo políticas de prevención y seguridad, que, no obstante, carecen de un análisis 

criminológico objetivo de la realidad, en cuanto a la problemática de inseguridad 

ciudadana. (MIRANDA ESTRAMPES, 2007) 

 

2.2.10. JURISPRUDENCIA 

Casación N° 335-2015, Del Santa: Doctrina jurisprudencial vinculante para casos de 

violación 
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La inaplicación de la pena conminada en el tipo penal previsto en el artículo 173°, 

inciso 2, del Código Penal, vía control difuso de la ley, es compatible con la 

Constitución, para ello debe realizarse el test de proporcionalidad, con sus tres 

subprincipios: de idoneidad, de necesidad y de proporcionalidad en sentido estricto. 

 

De igual modo, la inaplicación de la prohibición contenida en el artículo 22°, segundo 

párrafo, del Código Penal, vía control difuso, para los delitos sexuales, también es 

compatible con la Constitución. Para la graduación de la pena concreta a imponerse al 

procesado, en caso de inaplicación de la pena conminada del tipo penal respectivo, debe 

acudirse al artículo 29° del Código Penal. Para la individualización judicial de la pena a 

los autores o partícipes que al momento de los hechos contaban entre 18 y 21 años de 

edad, se tendrán en cuenta, entre otros factores: 

i) Ausencia de violencia o amenaza contra el sujeto pasivo para el acceso carnal; 

ii) Proximidad de la edad de la agraviada a los catorce años de edad; 

iii) Afectación psicológica mínima del sujeto pasivo; y 

iv) Diferencia etárea entre la víctima y el sujeto activo del delito. 

 

Ahora bien realizando un analisis el código de 1991 introdujo a la legislación penal 

peruana normas sobre la finalidad de la pena y un nuevo sistema de penas. En este 

sentido, el artículo I del Título preliminar declara que <<este código tiene por objeto la 

prevención de delitos y faltas como medio protector de la persona humana y de la 

sociedad>>, El artículo IX del Título Preliminar expresa que <<la pena tiene función 

preventiva, protectora y resocializadora>>. Por ello, podemos considerar que el código 

se refiere a las teorías preventivas. Así, pues, nuestro código inscribe en la línea de una 

teoría unitaria adictiva de la pena como función de la pena.  
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En base a los fundamentos antes indicados, el artículo 28 del código penal reconoce 

como clases de pena, a la privativa de libertad (temporal y la cadena perpetua), a la  

limitativa de derechos (prestación de servicios a la comunidad, limitación de días libres 

e inhabilitación), y la multa. sin embargo, consideramos que se contradicen los 

postulados al haber introducido como una clase la restrictiva de libertad (expatriación y 

expulsión) 

 

Otra contribución del código de 1991 está referida a la aplicación de la pena. El artículo 

45 constituye una disposición novedosa en nuestro ordenamiento penal. Así, el juzgador 

debería tener en consideración, en el momento de la determinación de la pena, aspectos 

como las carencias sociales que hubiere sufrido el agente,  dando cabida a lo que se 

denomina co-rresponsabilidad o co-culpabilidad. El estado es el que determina que 

conducta es prohibida; es el que criminaliza la conducta, quien establece lo que es 

delito; además, siendo este el que prescribe la pena, es coherente afirmar que tanto pana 

como delito, no es un producto; el delito es una construcción. Siendo en el Perú un país 

pluricultural, donde co-existen distintas culturas, en el que junto a otros patrones de 

conducta del sistema oficial coexisten los de otros grupos culturales, entrando en 

muchos casos en conflicto (sociedad conflictual), es entendible que el discurso oficial 

no se ha aprehendido por toda la sociedad peruana, pues en diversos casos entraran en 

conflicto con los patrones de conducta de otros grupos culturales o subcultura les. 

Finalmente, el tener numeral de este artículo establece que el juez debe tomar en 

consideración los interese de la víctima, de su familia o de las personas que de ella 

depende. 
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Dada la desfavorable situación de la víctima en el sistema penal( es un especie de 

perdedor por partida doble: frente al infractor y después, frente al Estado), el Derecho 

Penal de mínima realización supone la protección privilegiada de la víctima, como por 

ejemplo, a través de una estrategia de privatización de conflictos como modelo político-

criminal para la descriminalización de ciertos delitos; también, otorgársele a la victima 

mayor intervención en el tratamiento de los conflictos, tendentes a acotar las diferencias 

con el infractor, reducir el costo social dela pena, asegurar la posibilidad de 

indemnización de la víctima. 

 

En este marco la aplicación de la pena, las circunstancias señaladas en el artículo 46 del 

código penal solo representan factores particulares para la determinación de la pena. 

Peor mucho tiempo, la mediación judicial de la pena estuvo basada en el dogma de la 

discrecionalidad judicial, de forma tal que las disposiciones legales sobre la materia 

carecían prescindibles y hasta eran percibidas como un obstáculo. Precisamente, el 

estancamiento de la teoría de la medición de la pena se debió a la incapacidad de 

alejarse de ese dogma. En la actualidad, la dogmatica de la medición judicial de la pena 

viene  siendo desarrollada en base a las reglas jurídicas particulares. Ahora se habla de 

un derecho de medición judicial de la pena que, por cierto, registra un retraso en su 

desarrollo frente a los estudios sobre la teoría del delito. Es también el caso del derecho 

penal peruano, que necesita desarrollar esta importante temática. El camino que el juez 

seguirá hasta determinar definitivamente la pena aplicable atraviesa tres etapas. 

1°Determinar  el marco punitivo aplicable en función a los márgenes de pena previstos 

en la ley penal. 2° Determinar la pena en base a la valoración de la culpabilidad del 

hecho. 3° Asumir una decisión preventiva de manera tal que las diferentes magnitudes 
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de pena que se pueden observar a partir de la culpabilidad deben regularse en función a 

criterios preventivos especiales y generales. 

 

El anteproyecto de Ley del Código Penal de 2004, en lo que se refiere a la pena, en su 

artículo I del Título Preliminar mantiene la posición del código actual en cuanto se 

adhiere a una teoría aditiva. Lo novedoso es el reconocimiento de los principios de 

proporcionalidad, protección de la víctima, humanidad y necesidad, al momento de la 

aplicación de la pena,  y la medida de seguridad (Artículo VIII), Además, limita la 

aplicación de la cadena perpetua (unanimidad de la sala, revisión de la misma 

transcurrido el periodo de tiempo; segundo párrafo, articulo 29), elimina la pena por 

expatriación y busca desarrollar un nuevo capítulo denominado determinación 

fundamentación de la pena. (CASACIÓN N° 335-2015). 

 

2.2.11. EL TEST DE CONSTITUCIONALIDAD 

a. Concepto: Un test es una prueba de confrontación, especialmente la que se emplea 

en pedagogía, psicotecnia, medicina, etc., para evaluar el grado de inteligencia, la 

capacidad de atención u otras aptitudes o conductas, El Tribunal Constitucional 

lleva a cabo, o elabora, lo que se ha denominado como "test de constitucionalidad". 

Mediante el mismo, el Tribunal determina si efectivamente se produce o no una 

situación de inconstitucionalidad, resumiéndose su doctrina al respecto en la (STC 

76/1990.) 

 

"Sobre el principio de igualdad ante la Ley este Tribunal ha elaborado en numerosas 

Sentencias una matizada doctrina cuyos rasgos esenciales pueden resumirse como 

sigue: a) no toda desigualdad de trato en la ley supone una infracción del art. 14 de 
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la Constitución, sino que dicha infracción la produce sólo aquella desigualdad que 

introduce una diferencia entre situaciones que pueden considerarse iguales y que 

carece de una justificación objetiva y razonable; b) el principio de igualdad exige 

que a iguales supuestos de hecho se apliquen iguales consecuencias jurídicas, 

debiendo considerarse iguales dos supuestos de hecho cuando la utilización o 

introducción de elementos diferenciadores sea arbitraria o carezca de fundamento 

racional; c) el principio de igualdad no prohíbe al legislador cualquier desigualdad 

de trato, sino sólo aquellas desigualdades que resulten artificiosas o injustificadas 

por no venir fundadas en criterios objetivos y suficientemente razonables de acuerdo 

con criterios o juicios de valor generalmente aceptados; d) por último, para que la 

diferenciación resulte constitucionalmente lícita no basta con que lo sea el fin que 

con ellas se persigue, sino que es indispensable además que las consecuencias 

jurídicas que resultan de tal distinción sean adecuadas y proporcionadas a dicho fin, 

de manera que la relación entre la medida adoptada, el resultado que se produce y el 

fin pretendido por el legislador superen un juicio de proporcionalidad en sede 

constitucional, evitando resultados especialmente gravosos o desmedidos". (STC, 

76/1990: 9) 

 

2.2.12. FORMACIÓN DE LA LEY 

2.2.12.1. INICIATIVA LEGISLATIVA  

La iniciativa legislativa tiene una serie de requisitos generales y especiales según sea el 

caso. En cuanto a los requisitos generales, el Artículo 75º del Reglamento del Congreso 

dispone: “Las proposiciones de Ley deben contener una exposición de motivos donde se 

expresen sus fundamentos, el efecto de la vigencia de la norma que se propone sobre la 

legislación nacional, el análisis costo-beneficio de la futura norma legal incluido, 
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cuando corresponda, un comentario sobre su incidencia ambiental. Las proposiciones de 

Ley se presentarán ante la Oficialía Mayor del Congreso en día hábil y horario de 

oficina, para su registro (REGLAMENTO DEL CONGRESO, 2001). 

 

2.2.12.2. ESTUDIO EN COMISIONES 

En la remisión de las proposiciones a Comisiones se aplica el criterio de 

especialización. Al mismo tiempo que dispone la remisión de las proposiciones a 

Comisiones, el Oficial Mayor dispondrá la publicación en el Portal del Congreso, o en 

la Gaceta del Congreso o en el Diario Oficial El Peruano de la parte resolutiva de las 

mismas, que hayan sido presentadas durante la semana (…). En el caso de envío a más 

de una Comisión, el orden en que aparezcan en el decreto determina la importancia 

asignada a la Comisión en el conocimiento del asunto materia de la proposición de ley 

(CONGRESO DE LA REPÚBLICA, 2006).  

 

Las Comisiones tienen un máximo de treinta días útiles para expedir el dictamen 

respectivo. En primer término verificarán que se cumpla con los requisitos señalados y 

luego calificarán el fondo de la proposición, estando facultadas para rechazarla de plano 

y archivarlas. Si son varias las Comisiones, pueden presentar dictamen conjunto. 

Cuando se trate de un dictamen de reenvío o reconsideración, el Pleno acordará el plazo 

a propuesta de la Mesa Directiva, el mismo que no podrá exceder de treinta días útiles. 

El Consejo Directivo dispone la puesta en agenda de los dictámenes, a propuesta del 

Presidente, debiendo ser distribuidos con anticipación de 24 horas” (CONGRESO DE 

LA REPÚBLICA, 2003).  
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2.2.12.3. DEBATE PARLAMENTARIO 

Se realiza sobre la base de los temas que llegan a las instancias de decisión así como a 

ciertas reglas preestablecidas por los decisores, plasmadas en el Reglamento del 

Congreso de la República. Precisamente estas reglas de debate van a permitir el 

desarrollo normal de las sesiones y de los procedimientos parlamentarios al regular, 

fundamentalmente, el uso de la palabra en tiempos y casos determinados por parte de 

los parlamentarios o de otros agentes de decisión que asisten al Pleno y a las 

Comisiones. Hay que tener presente que no todos los asuntos que son tratados en el 

Pleno necesariamente han sido previamente debatidos, conforme las reglas fijadas en el 

Artículo 55º (REGLAMENTO DEL CONGRESO, 2001).  

 

2.2.12.4. APROBACIÓN DEL PROYECTO DE LEY 

La aprobación del proyecto de Ley, es el momento cumbre del proceso de toma de 

decisiones en lo que se refiere al procedimiento legislativo en el Congreso de la 

República. Luego de un debate se pasa a la sanción (votación) de la iniciativa legislativa 

que, en el caso de ser aprobada adquiere un formato: autógrafa, debido a que en ella se 

estamparán las firmas del Presidente y uno de los vicepresidentes. El Artículo 78º del 

Reglamento describe esta fase: “No se puede debatir ninguna proposición de Ley que no 

tenga dictamen, ni ningún dictamen que no haya sido publicado… por lo menos una 

semana antes de su debate…” (RESOLUCIÓN LEGISLATIVA, 2001).  

 

Si la proposición de Ley o resolución legislativa es rechazada, el Presidente ordenará su 

archivo. No podrá presentarse la misma proposición u otra que verse sobre idéntica 

materia hasta el siguiente período anual de sesiones, salvo que lo acuerde la mitad más 

uno del número legal de congresistas. Cuando el Pleno lo estime necesario, podrá 
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acordar, a pedido de un Congresista o un Grupo Parlamentario y por mayoría simple de 

los presentes, la conformación de una Comisión de Redacción, conformada por tres 

Congresistas propuestos por el Presidente, a efecto que revisen la redacción de las 

proposiciones aprobadas (RESOLUCIÓN LEGISLATIVA, 2000).  

 

Si se plantea y aprueba una cuestión previa de vuelta a Comisiones, el Presidente 

ordenará el reenvío y consultará el plazo. De aprobarse la proposición de Ley o 

resolución legislativa, la oficina especializada de la Oficialía Mayor redactará la 

autógrafa, la misma que será firmada de inmediato por el Presidente y uno de los 

Vicepresidentes. No se podrá debatir ninguna proposición que no tenga dictamen de 

Comisión, salvo excepción señalada en el presente Reglamento (RESOLUCIÓN 

LEGISLATIVA, 2001).  

 

2.2.12.5. PROMULGACIÓN, PUBLICACIÓN Y VIGENCIA DE LA LEY 

Esta última etapa se inicia con el envío de la autógrafa al Poder Ejecutivo para que el 

Presidente de la República sancione la Ley. “La Ley aprobada… se envía al Presidente 

de la República para su promulgación dentro de un plazo de quince días. En caso de no 

promulgación por el Presidente de la República, la promulga el Presidente del 

Congreso, o el de la Comisión Permanente (...). Si el Presidente de la República tiene 

observaciones que hacer (…) las presenta a éste en el mencionado término de quince 

días. El Reglamento del Congreso de acuerdo con lo establecido por la Constitución, en 

el artículo 108°, desarrolla esta última etapa en el artículo 79° (CONGRESO DE LA 

REPÚBLICA, 2006). 
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2.3. MARCO CONCEPTUAL 

2.3.1. PENA 

La pena, -según una de sus primeras concepciones- primero, es un mal que se inflige al 

delincuente por los perjuicios causados a la víctima; segundo, constituye una 

retribución; tercero implica una valoración negativa del injusto cometido por el 

delincuente; y, por último, tiene la finalidad de impedir la reincidencia (HURTADO 

POZO, 2011) 

 

La pena es el recurso que utiliza el Estado para reaccionar frente al delito, expresándose 

como la "restricción de derechos del responsable". Por ello, el Derecho que regula los 

delitos se denomina habitualmente Derecho penal. La pena también se define como una 

sanción que produce la pérdida o restricción de derechos personales de un sujeto hallado 

responsable de la comisión de una conducta punible. La pena está contemplada en la ley 

y es impuesta por el órgano jurisdiccional, mediante un proceso. 

El término pena deriva del término en latín poena y posee una connotación de dolor 

causado por un castigo. 

 

El Derecho Penal moderno aboga por la proporcionalidad entre el delito y la pena. En 

muchos países se busca también que la pena sirva para la rehabilitación del criminal (lo 

cual excluye la aplicación de penas como la pena de muerte o la cadena perpetua).  

(GARRIDO, 2007) 

 

2.3.2. RESPONSABILIDAD RESTRINGIDA POR LA EDAD 

Podrá reducirse prudencialmente la pena señalada para el hecho punible cometido 

cuando el agente tenga más de dieciocho y menos de veintiún años o más de sesenta y 
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cinco años al momento de realizar la infracción, salvo que haya incurrido en forma 

reiterada en los delitos previstos en los artículos 111, tercer párrafo, y 124, cuarto 

párrafo. 

 

Está excluido el agente integrante de una organización criminal o que haya incurrido en 

delito de violación de la libertad sexual, homicidio calificado, homicidio calificado por 

la condición oficial del agente, feminicidio, sicariato, conspiración para el delito de 

sicariato y ofrecimiento para el delito de sicariato, extorsión, secuestro, robo agravado, 

tráfico ilícito de drogas, terrorismo, terrorismo agravado, apología, genocidio, 

desaparición forzada, tortura, atentado contra la seguridad nacional, traición a la Patria u 

otro delito sancionado con pena privativa de libertad no menor de veinticinco años o 

cadena perpetua (D.L. 1181) 

 

2,3.3. ATENUACIÓN  

Son aquellas que, en alguna medida, dan lugar a la reducción de la pena normalmente 

aplicable. Las leyes penales señalan algunas causas que disminuyen la responsabilidad 

criminal, pero no la anulan totalmente: la embriaguez no habitual, la de ser el culpable 

menor de dieciocho años, la de no haber tenido la delincuente intención de causar un 

mal de tanta gravedad como el que produjo, la de obrar por estímulos o motivos morales 

altruistas o patrióticos de notoria importancia, etc. Son también circunstancias 

atenuantes, la reparación en lo posible -a impulsos de arrepentimiento espontáneo- de 

los efectos o consecuencias del delito, dar satisfacción al ofendido o bien confesar a las 

autoridades la infracción. (DUTTI, 2012) 
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2,3.4. PRINCIPIO DE IGUALDAD  

El principio de igualdad ante la ley es el que establece que todos los seres humanos son 

iguales ante la ley, sin que existan privilegios ni prerrogativas de sangre o títulos 

nobiliarios. Principio general del derecho que propugna la igualdad de trato de las 

personas de manera que ante situaciones iguales se otorgue el mismo trato y en 

situaciones desiguales se favorezca un trato distinto a las personas. La igualdad puede 

ser vista desde un punto de vista formal en la regulación de las diferentes cuestiones en 

las leyes (igualdad en la ley), así como desde un punto de vista material en la aplicación 

de las mismas (igualdad en la aplicación de la ley). (MAIER, 2011). 

 

2.3.5. LA INCONSTITUCIONALIDAD 

Es la acción que se da ante la existencia de un asunto pendiente de resolver -sea ante los 

tribunales de justicia o en el procedimiento para agotar la vía administrativa- en dónde 

se considere que una norma a ser aplicada lesiona un derecho es ahí cuando la acción 

constituye un medio razonable para amparar el derecho considerado lesionado en el 

asunto principal, de forma que lo resuelto por el Tribunal Constitucional repercuta 

positiva o negativamente en dicho proceso pendiente de resolver, por cuanto se 

manifiesta sobre la constitucionalidad de las normas que deberán ser aplicadas en dicho 

asunto.  (MORON URBINA, 1999). 
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III. METODOLOGIA 

 

3.1. TIPO DE INVESTIGACION: 

La presente investigación jurídica por su enfoque es un proceso de investigación de 

diseño mixto ya que es una fusión de los modelos cualitativo y cuantitativo, utilizando 

las fortalezas de ambos, consiste en un enfoque que implica un proceso de recolección, 

estudio y vinculación de datos cuantitativos y cualitativos en un mismo estudio. 

(PINEDA, 2017). 

 

Para Hernández Sampieri, representan procesos sistemáticos, empíricos y críticos de 

investigación e implican la recolección y el estudio de datos cuantitativos y cualitativos, 

así como su integración y discusión conjunta. (HERNÁNDEZ SAMPIERI, 2010)  

 

Ahora bien, desde el punto de vista de la “naturaleza” del problema, el presente estudio 

corresponde a un diseño transformativo secuencial ya que incluye dos etapas de 

recolección de datos, la prioridad la establece el investigador. Los resultados de las 

etapas cuantitativa y cualitativa son integrados durante la interpretación.  

 

3.2. DISEÑO DE INVESTIGACIÓN: 

El esquema de este diseño es el siguiente: 

 

 

Donde: 

 O = Origen  (atenuación de la pena por responsabilidad restringida). 

 T = Tema  (atenuante privilegiada y vulneración de normas constitucionales). 

O  T  P  
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P = Perspectiva: (la aplicación de los jueces en la expedición de sentencias.) 

 

3.3. POBLACION Y MUESTRA DE INVESTIGACION 

3.2.1.- POBLACION  

Para la ejecución del objetivo específico 1, Analizar cómo está regulada la atenuación 

de la pena por responsabilidad restringida y de que forma la aplican los jueces en la 

expedición de sentencias: se considera como población todas las sentencias expedidas 

por jueces a nivel Nacional respecto a la atenuación de la pena por responsabilidad 

restringida, de la cual se tomó como muestra representativa a las sentencias expedidas 

en la Provincia de San Román - Juliaca con una muestra aleatoria de 14 sentencias 

expedidas en los Juzgados Penales y Sala Penal de Apelaciones de La Provincia de San 

Román – Juliaca. 

 

3.2.2. MUESTRA 

Para el primer objetivo: Se tiene como muestra 14 sentencias expedidas en los Juzgados 

Penales y Sala Penal De Apelaciones de La Provincia de San Román – Juliaca, que 

representa la totalidad de casos observados que se encontraron en los legajos 

ingresados. 

 

3.4. OBJETO DE INVESTIGACIÓN: 

El objeto de la investigación está dado por tres objetivos específicos: en Primer lugar: 

Se ha ejecutado y desarrollado en analizar cómo está regulada la atenuación de la pena 

por responsabilidad restringida y de que forma la aplican los jueces en la expedición de 

sentencias; en Segundo lugar:Se ha ejecutado y desarrollado en Identificar cuáles son 
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las fuentes doctrinarias que sustentan y se oponen a considerar la responsabilidad 

restringida como atenuante privilegiada. y, Finalmente, Se ha ejecutado y desarrollado 

en determinarla restricción de la aplicación de la responsabilidad restringida como 

atenuante privilegiada establecida en el D. Legislativo 1181 y su vulneración de normas 

constitucionales. 

 

3.5. TECNICAS E INSTRUMENTOS DE RECOLECCION DE DATOS: 

Las técnicas e instrumentos de investigación fueron los siguientes: 

a. Para el objetivo específico I: El método que se ha utilizado ha sido el método de la 

medición, por cuanto permitió asignar una magnitud, valor a los datos recogidos en 

cuanto a los resultados, para este objetivo se ha utilizado la técnica de la 

observación documental de las sentencias, el instrumento utilizado fue la ficha de 

observación. 

b. Para el objetivo específico II: El método que se ha utilizado es el método de la 

observación documental, por cuanto nos permitió registrar los datos recogidos a 

través de la observación, en función de los objetivos de investigación para demostrar 

la veracidad de las hipótesis planteadas; y referido a la técnica, se ha utilizado la 

técnica de la exégesis, pues esta técnica nos ha permitido conocer respecto a las 

fuentes doctrinarias de la responsabilidad restringida como atenuante privilegiada, 

cuales están de acuerdo y cuáles de estas se oponen; y finalmente el instrumento 

utilizado ha sido la guía de investigación documental. 

c. Para el objetivo específico III: El método que se ha utilizado para este objetivo ha 

sido el método de medición, por cuanto nos permitió determinar la eficacia del 

segundo párrafo del artículo 22 del Decreto Legislativo Nº 1181, y referido a la 

técnica, se ha utilizado la técnica del Test, pues esta técnica nos ha permitido 
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establecer y medir la eficacia de la norma; y finalmente el instrumento utilizado ha 

sido el Test de Constitucionalidad. 

 

3.6. PROCEDIMIENTO DE INVESTIGACIÓN:  

El procedimiento que se adoptará para recoger los datos es el siguiente: 

Primero: Se identificará el material bibliográfico (Fuentes bibliográficas), (fuentes 

documentales), para seleccionar y recabar los contenidos que se utilizaran en la 

investigación. 

Segundo: Se analizará y recabara la información y contenidos de las fuentes 

seleccionadas, trasladándolas a las fichas de análisis, considerando el problema de 

investigación, sus objetivos e hipótesis.  

Tercero: Se clasificara la información y contenido de acuerdo a las unidades y 

dimensiones de la investigación. 

 

3.7. DISEÑO DE TRATAMIENTO PARA LA PRUEBA DE HIPOTESIS 

Una vez tabulada los datos se procedió a realizar el análisis de los mismos que lleva al 

siguiente orden: 

- DISTRIBUCIÓN PORCENTUAL DE LOS DATOS EN CUADROS 

ESTADÍSTICOS POR FRECUENCIA:  

Se realizó una distribución de datos en cuadros de distribución de frecuencia de doble 

entrada, los que sirven para determinar los porcentajes en cada una de las categorías. 

- ESTADÍSTICA DESCRIPTIVA:  

Una vez tabulada los datos se procedió a realizar el análisis de los mismos que lleva al 

siguiente orden: 
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- DISTRIBUCION PORCENTUAL DE LOS DATOS EN CUADROS 

ESTADISTICOS POR FRECUENCIA:  

Se realizó una distribución dedatos en cuadros de distribución de frecuencia de doble 

entrada, los que sirven para determinar los porcentajes en cada una de las categorías. 

- ESTADISTICA DESCRIPTIVA:  

Se utilizó las estadísticas, más conocidas para un mejor entendimiento de los resultados 

los cuales tienen la siguiente fórmula:  

Media Aritmética:  

 

Donde: 

∑ = Sumatoria de los datos a considerarse 

Xi = Dato considerado 

N = Número de datos a considerarse 

Coeficiente de variación: Nos permitió medir el grado de variabilidad de los datos en 

porcentaje. 

 

Donde:  

            C.V. = Coeficiente de variación. 

            S = Desviación estándar. 

𝑥= Media   aritmética de los datos. 

Desviación Estándar: Se usó de la desviación estándar para mediar la variabilidad 

promedio de las observaciones alrededor de la media aritmética.  

Mediante la siguiente fórmula:  
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Desviación estándar muestral 

 

Coeficiente de correlación: Se usó el coeficiente de correlación de sentencias para 

cuantificar las relaciones entre dos variables, dependiente e independiente) este toma 

valores comprendidos entre -1 y + 1 pesando por 0, este estadígrafo nos permitió 

analizar la inaplicación de la atenuación por responsabilidad restringida en la 

expedición de sentencias. 

FÓMULA:  

 

Para la presente investigación, se utilizó el método de medición, así como los demás 

procedimientos y técnicas que se requiere, tomando en cuenta siempre, la naturaleza de 

la presente investigación (Jurídica) que presenta sus propias particularidades. 

 

Prueba Chi Cuadrado (χ²) 

Se utilizó el Chi cuadrado para la prueba de hipótesis para medir el grado de confianza. 

Esta prueba estadística no paramétrica es utilizada como prueba de significación, 

cuando se tiene datos que se expresan en frecuencias o están en términos de porcentaje 

o proporciones, y pueden reducirse frecuencias. La fórmula estadística utilizada fue la 

siguiente: 

 

Donde: 

 
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: Chi-cuadrado calculado 

: Frecuencia porcentual de efectos adversos 

: Frecuencia porcentual esperada. 

a) Valor estadístico. 

El resultado fue: 3.84 

b) Nivel de significancia 

Se trabajó con el nivel de 95% de confiabilidad (α = 0.05). 
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IV. RESULTADOS Y DISCUSIÓN 

4.1. OBJETIVO ESPECIFICO I: ANALIZAR CÓMO ESTÁ REGULADA LA 

ATENUACIÓN DE LA PENA POR RESPONSABILIDAD RESTRINGIDA Y DE 

QUE FORMA LA APLICAN LOS JUECES EN LA EXPEDICIÓN DE 

SENTENCIAS 

 

TABLA 1. SENTENCIAS EXPEDIDAS DE LOS JUZGADOS PENALES Y 

SALA PENAL DE APELACIONES DE LA PROVINCIA DE SAN ROMÁN- 

JULIACA RESPECTO A LA ATENUACIÓN DE LA PENA POR 

RESPONSABILIDAD RESTRINGIDA 

INSTANCIAS Nº DE SENTENCIAS PORCENTAJE (%) 

JUZGADOS PENAL ES 06 43% 

SALAS PENALES Y DE 

DERECHO CONSTITUCIONAL 

08 57% 

Total 14 100.00 

FUENTE: Legajo de Sentencias del Juzgados Penales y Salas Penales y de Derecho 

Constitucional y Social de Corte Suprema.1 

ELABORACIÓN: El ejecutor. 

Interpretación: 

Según la tabla Nº 01, de un total de 14 sentencias observadas en Los Juzgados Penales y 

Sala Penal de Apelaciones de la De San Román – Juliaca, que representa el 100 %, 

referente a la aplicación de la pena por Responsabilidad restringida, se tiene que se ha 

observado 06 sentencias en el JUZGADO PENAL COLEGIADO que representa el 43% 

y 08 sentencias en la SALA PENAL que representa el 57%. 

                                                             
1 Acuerdo Plenario N°0004- 2008/CJ-116, Casación N° 335-2015-Santa, Exp. 1618-2016-Lima 

Norte, Exp. 832-2012-Puno, Exp. 1082-2015/San Román, Exp. 0008-2014/San Román, Exp. 

2359-2015/San Román, Exp 1144-2012/San Román, R.N. N° 1610-2013-Lima Norte, Exp. 

13848-2016/Huara, Casación 336-2016/Cajamarca, Exp. 01847-2013-HC/TC,Exp 00751-

2010-HC/TC, Casación 403-2012/Lambayeque.  
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Para determinar la muestra estratificada y proporcional se aplicó con un nivel de 

significancia de 0.05 que equivale al 5% 

Entonces:  

- Nivel de significancia  α = 0.05 =5% 

- Nivel de confianza    α = 0.95 = 95%. 

La muestra es de tipo aleatorio simple. 

 

TABLA 2. SENTENCIAS EXPEDIDAS SEGÚN DELITOS EN LOS JUZGADOS 

PENALES Y SALA PENAL DE APELACIONES DE LA PROVINCIA DE SAN 

ROMÁN - JULIACA RESPECTO A LA ATENUACIÓN DE LA PENA POR 

RESPONSABILIDAD RESTRINGIDA 

INSTANCIAS Nº DE SENTENCIAS    PORCENTAJE (%) 

VIOLACIÓN SEXUAL  9 64% 

OTROS DELITOS 5 36% 

Total 14 100.00 

FUENTE: Legajo de Sentencias (Acuerdo Plenario N°0004- 2008/CJ-116, Casación N° 

335-2015-Santa, Exp. 1618-2016-Lima Norte, Exp. 832-2012-Puno, Exp. 1082-

2015/San Román, Exp. 0008-2014/San Román, Exp. 2359-2015/San Román, Exp 1144-

2012/San Román, R.N. N° 1610-2013-Lima Norte, Exp. 13848-2016/Huara, Casación 

336-2016/Cajamarca, Exp. 01847-2013-HC/TC, Exp 00751-2010-HC/TC, Casación 

403-2012/Lambayeque.)  

ELABORACIÓN: El ejecutor. 
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FIGURA 1 RESPECTO A LAS SENTENCIAS EXPEDIDAS SEGÚN DELITOS 

 

Fuente: Tabla 02 

Elaboración: El ejecutor. 

Interpretación: 

De la tabla 2  y figura Nº 2 De un total de 14 sentencias observadas en Los Juzgados 

Penales  y Sala Penal de Apelaciones de la Provincia De San Román – Juliaca, que 

representa el 100 % , referente a la inaplicacion de la prohibicion  contenida en el articulo 

22º segundo parrafo del Codigo Penal,  se tiene que 11 sentencias que representa el 79% 

inaplican la prohibicion  contenida en el articulo 22º segundo parrafo, frente a 3 sentencia 

que representa el 21%  que no inaplica la prohibicion  contenida en el articulo 22º 

segundo parrafo. 

 

Por lo que se concluye que las sentencias observadas inaplican la prohibicion  contenida 

en el articulo 22º segundo parrafo del Codigo Penal, ya que vía control difuso es 

incompatible con la constitución, debido a que vulnera el principio – derecho de igualdad, 

garantizado en el artículo 2º, inciso 2, de la Constitución del Estado. 
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TABLA 3. SENTENCIAS EXPEDIDAS DE LOS JUZGADOS PENALES Y 

SALA PENAL DE APELACIONES DE LA PROVINCIA DE SAN ROMÁN– 

JULIACA, RESPECTO A LA INAPLICACIÓN DE LA PROHIBICIÓN 

CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 22º SEGUNDO PÁRRAFO 

 

INAPLICA 

Total SI NO 

N % N % N % 

Inaplicacion de la 

prohibicion  contenida en el 

articulo 22º segundo parrafo 

del Codigo Penal. 

11 79 3 21 14 100 

FUENTE: Legajo de Sentencias (Acuerdo Plenario N°0004- 2008/CJ-116, Casación 

N° 335-2015-Santa, Exp. 1618-2016-Lima Norte, Exp. 832-2012-Puno, Exp. 1082-

2015/San Román, Exp. 0008-2014/San Román, Exp. 2359-2015/San Román, Exp 

1144-2012/San Román, R.N. N° 1610-2013-Lima Norte, Exp. 13848-2016/Huara, 

Casación 336-2016/Cajamarca, Exp. 01847-2013-HC/TC, Exp 00751-2010-HC/TC, 

Casación 403-2012/Lambayeque)  

ELABORACIÓN: El ejecutor. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



63 
 

FIGURA 2 RESPECTO A LA INAPLICACIÓN DE LA PROHIBICIÓN 

CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 22º SEGUNDO PÁRRAFO 

 

Fuente: Tabla 03 

Elaboración: El ejecutor. 

Interpretación: 

De un total de 14 sentencias observadas en Los Juzgados Penales  y Sala Penal de 

Apelaciones de la Provincia De San Román – Juliaca, que representa el 100 % , referente 

a la inaplicacion de la prohibicion  contenida en el articulo 22º segundo parrafo del 

Codigo Penal., se tiene que 11 sentencias que representa el 79%inaplican la prohibicion  

contenida en el articulo 22º segundo parrafo, frente a 3 sentencia que representa el 21%  

que no inaplica la prohibicion  contenida en el articulo 22º segundo parrafo. 

 

Por lo que se concluye que las sentencias observadas inaplican la prohibicion  contenida 

en el articulo 22º segundo parrafo del Codigo Penal, ya que vía control difuso es 
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incompatible con la constitución, debido a que vulnera el principio – derecho de igualdad, 

garantizado en el artículo 2º, inciso 2, de la Constitución del Estado.  

 

TABLA 4. CRITERIOS GENERALES A TENER EN CUENTA EN LAS 

SENTENCIAS EXPEDIDAS DE LOS JUZGADOS PENALES Y SALA PENAL 

DE APELACIONES DE LA PROVINCIA DE SAN ROMÁN – JULIACA, 

RESPECTO A LA APLICACIÓN DE LA ATENUACIÓN DE LA PENA POR 

RESPONSABILIDAD RESTRINGIDA 

Criterios  

APLICA 

Total SI NO 

N % N % N % 

Edad  11 79 3 21 14 100 

Contexto – caso 12 86 2 14 14 100 

Reincindencia   9 64 5 36 14 100 

Habitualidad 10 71 4 29 14 100 

Finalidad preventiva 11 79 3 21 14 100 

Proporcionalidad de la pena 10 71 4 29 14 100 

Fin de la pena 12 86 2 14 14 100 

FUENTE: Legajo de Sentencias (Acuerdo Plenario N°0004- 2008/CJ-116, 

Casación N° 335-2015-Santa, Exp. 1618-2016-Lima Norte, Exp. 832-2012-Puno, 

Exp. 1082-2015/San Román, Exp. 0008-2014/San Román, Exp. 2359-2015/San 

Román, Exp 1144-2012/San Román, R.N. N° 1610-2013-Lima Norte, Exp. 13848-

2016/Huara, Casación 336-2016/Cajamarca, Exp. 01847-2013-HC/TC,Exp 

00751-2010-HC/TC, Casación 403-2012/Lambayeque)  

ELABORACIÓN: El ejecutor. 
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FIGURA 3. RESPECTO A CRITERIOS GENERALES A TENER EN CUENTA 

EN LAS SENTENCIAS EXPEDIDAS DE LOS JUZGADOS PENALES Y SALA 

PENAL 

  

Fuente: Tabla 04 

Elaboración: El ejecutor. 

Interpretación: 

De un total de 14 sentencias observadas en Los Juzgados y Sala Penal de Apelaciones de 

la Provincia De San Román – Juliaca, que representa el 100 %, para los criterios 

adoptados en su generalidad, se tiene que si se aplican dichos criterios conforme a los 

porcentajes presentados para cada ítem: Edad, Contexto – caso, Reincidencia, 

Habitualidad, Finalidad preventiva, Proporcionalidad de la pena, Fin de la pena. 
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Siendo así, de un total de 14 sentencias observadas, para los criterios adoptados en su 

generalidad respecto a edad , se tiene que 11 sentencias que representa el 79%si aplican 

dicho critterio, frente a 3 sentencia que representa el 21%  que no existe aplicación, 

respectgo a Contexto – caso, se tiene que 12 sentencias que representa el 86%si aplican 

dicho critterio, frente a 2 sentencia que representa el 14%  que no existe aplicación, 

referente a Reincidencias tiene que 09 sentencias que representa el 64%si aplican dicho 

critterio, frente a 05 sentencia que representa el 36%  que no existe aplicación, ahora bien 

en cuanto a la Habitualidad se tiene que 10 sentencias que representa el 71%si aplican 

dicho critterio, frente a 04 sentencia que representa el 29%  que no existe aplicación, 

respecto aFinalidad preventiva, se tiene que 11 sentencias que representa el 79%si aplican 

dicho critterio, frente a 03 sentencia que representa el 21%  que no existe aplicación, en 

cuanto a Proporcionalidad de la penase tiene que 10 sentencias que representa el 71%si 

aplican dicho critterio, frente a 04 sentencia que representa el 29%  que no existe 

aplicación y finalmente referente a Fin de la pena se tiene que 12 sentencias que 

representa el 86%si aplican dicho critterio, frente a 02 sentencia que representa el 14%  

que no existe tal aplicación. 
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TABLA 5. CRITERIOS A TENER EN CUENTA EN LAS SENTENCIAS 

EXPEDIDAS EN LOS DELITOS DE VIOLACIÓN SEXUAL OBSERVADOS EN  

LOS JUZGADOS PENALES Y SALA PENAL DE APELACIONES DE LA 

PROVINCIA DE SAN ROMÁN – JULIACA, RESPECTO A LA APLICACIÓN 

DE LA ATENUACIÓN DE LA PENA POR RESPONSABILIDAD 

RESTRINGIDA 

Criterios  

APLICA 

Total SI NO 

N % N % N % 

Ausencia de violencia o 

amenaza contra el sujeto 

pasivo para el acceso carnal. 

6 67 3 33 9 100 

Proximidad de la edad de la 

agraviada a los catorce años 

de edad. 

7 77 2 23 9 100 

Afectación psicológica 

mínima del sujeto pasivo. 

8 89 1 11 9 100 

Diferencia etárea entre la 

víctima y el sujeto activo del 

delito. 

8 89 1 11 9 100 

FUENTE: Legajo de Sentencias: Acuerdo Plenario N°0004- 2008/CJ-116, Casación    

N° 335-2015-Santa, Exp. 832-2012-Puno, Exp. 1082-2015/San Román, Exp. 0008-

2014/San Román, Exp. 2359-2015/San Román, Exp 1144-2012/San Román, Casación 

403-2012/Lambayeque, Casación 336-2016/Cajamarca 

ELABORACIÓN: El ejecutor. 
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FIGURA 4. RESPECTO A LOS CRITERIOS A TENER EN CUENTA EN LAS 

SENTENCIAS EXPEDIDAS EN LOS DELITOS DE VIOLACIÓN SEXUAL 

 

Fuente: Tabla 03 

Elaboración: El ejecutor. 

Interpretación: 

De un total de 09 sentencias observadas en Los Juzgados Penales y Sala Penal de 

Apelaciones de la Provincia De San Román – Juliaca, que representa el 100 %, para los 

delitos sexuales, referente a criterios adoptados, se tiene que si se aplican dichos criterios 

conforme a los porcentajes presentados para cada ítem: Ausencia de violencia o amenaza 

contra el sujeto pasivo para el acceso carnal, Proximidad de la edad de la agraviada a los 
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catorce años de edad, Afectación psicológica mínima del sujeto pasivo y diferencia etárea 

entre la víctima y el sujeto activo del delito. 

 

TABLA 6. CRITERIOS NORMATIVOS A TENER EN CUENTA EN LAS 

SENTENCIAS EXPEDIDAS EN  LOS JUZGADOS PENALES Y SALA PENAL 

DE APELACIONES DE LA PROVINCIA DE SAN ROMÁN – JULIACA, 

RESPECTO A LA APLICACIÓN DE LA ATENUACIÓN DE LA PENA POR 

RESPONSABILIDAD RESTRINGIDA 

Criterios  

APLICA 

Total SI NO 

N % N % N % 

Principio de 

proporcionalidad 

12 86 2 14 14 100 

Principio de humanidad 
9 64 5 36 14 100 

Minima intervencion. 
10 71 4 29 14 100 

FUENTE: Legajo de Sentencias: Acuerdo Plenario N°0004- 2008/CJ-116, 

Casación N° 335-2015-Santa, Exp. 1618-2016-Lima Norte, Exp. 832-2012-Puno, 

Exp. 1082-2015/San Román, Exp. 0008-2014/San Román, Exp. 2359-2015/San 

Román, Exp 1144-2012/San Román, R.N. N° 1610-2013-Lima Norte, Exp. 13848-

2016/Huara, Casación 336-2016/Cajamarca, Exp. 01847-2013-HC/TC, Exp 

00751-2010-HC/TC, Casación 403-2012/Lambayeque.  

ELABORACIÓN: El ejecutor. 
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FIGURA 5. RESPECTO A LOS CRITERIOS NORMATIVOS A TENER EN 

CUENTA EN LAS SENTENCIAS EXPEDIDAS EN LOS JUZGADOS PENALES 

Y SALA PENAL DE APELACIONES DE LA PROVINCIA DE SAN ROMÁN – 

JULIACA 

 

Fuente: Tabla 06 

Elaboración: El ejecutor. 

 

Interpretación: 

De un total de 14 sentencias observadas en los Juzgados Penales y Sala Penal de 

Apelaciones de la Provincia de San Román – Juliaca, que representa el 100 %, referente a 

criterios normativos, se tiene que si se aplican dichos criterios conforme a los porcentajes 

presentados para cada ítem: principio de intervención cuya aplicación  se da en 12 

sentencias que representa un 86 % en las que si aplica dicho criterio normativo frente a 4 

sentencias que representa el 14% las cuales no se aplica el criterio normativo del principio 
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de intervención, referente al principio de humanidad si se aplica en 9 sentencias que 

representa 64% frente a 5 sentencias en las que no se aplica que representa 36% y 

finalmente el criterio normativo de mínima intervención, en la cual 10 sentencias si 

aplican dicho criterio representando el 71%, frente a 4 sentencias que representa el 29 % 

en las que no se aplica dicho criterio normativo de mínima intervención. 

 

4.2. OBJETIVO ESPECIFICO II: IDENTIFICAR CUÁLES SON LAS FUENTES 

DOCTRINARIAS QUE SUSTENTAN Y SE OPONEN A CONSIDERAR LA 

RESPONSABILIDAD RESTRINGIDA COMO ATENUANTE PRIVILEGIADA. 

4.2.1. FUENTES DOCTRINARIAS 

4.2.1.1. EL FINALISMO: 

Frente a la teoría causal de la acción, levanta Welzel la teoría finalista de la acción. La 

acción humana es, afirma, un acontecimiento «finalista y no solamente «causal». 

Omneensmtélligensagitproptfinem. El hombre, sobre la base de su conocimiento causal, 

puede prever, dentro de ciertos límites, las posibles consecuencias de una actividad, 

proponerse objetivos y dirigir su conducta según un plan tendente a conseguirlos. La 

finalidad es, pues, un actuar dirigido conscientemente desde el objetivo, mientras que la 

pura causalidad es la simple resultante de los componentes o factores 

circunstancialmente concurrentes. 

 

Por eso, expresa Welzel con frase gráfica, la finalidad es la causalidad es «ciega». 

La teoría de la acción finalista afirma rotundamente que no sólo la especial intención o 

motivación del autor, sino todo el dolo, debe pertenecer al injusto, pues la intención, por 

ejemplo, de apropiarse una cosa ajena (elemento subjetivo de la antijuricidad en el 

hurto) sólo puede tenerla el que proceda dolosamente hacia esta dirección. Ahora bien; 
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si el dolo pertenece a la antijurieidad y, ello no obstante, el elemento culpabilidad 

subsiste con independencia. 

- Los fundamentos metodológicos 

La existencia de las estructuras lógico-objetivas mencionadas por Welzel –la estructura 

finalista de la acción humana, la relación lógico-objetiva de la participación con una 

conducta dolosa del autor y la estructura lógico-objetiva de la culpabilidad, que obliga a 

conceder relevancia al error de prohibición– así como su carácter vinculante para el 

legislador, si quiere anudar consecuencias jurídicas a las acciones y a la culpabilidad, 

fueron muy pronto reconocidas en España por el filósofo del Derecho LegaiLacambra y 

varios penalistas. 

 

POSTULADOS: 

- El «finalismo» es un concepto tocante a los elementos estructurales generales del 

delito. Se ocupa, por tanto, de la parte fáctica de un derecho penal de hecho. Por el 

contrario, es independiente de las teorías de la pena y de la política criminal. Sin 

embargo, adquiere relevancia para estas últimas en la medida en que determina con 

precisión los requisitos generales del delito (p. ej., acción, dolo, imprudencia, 

culpabilidad, etc.) resultantes de los principios fundamentales que rigen para el mismo 

(derecho penal del hecho, principio de culpabilidad, etc.), y con ello marca límites 

frente a la expansión y la arbitrariedad de la legislación y la jurisprudencia. 

- El Finalismo como criterio o corriente procesal para ubicar la culpabilidad del 

sujeto y la consecuente imposición de la pena, parte de la Teoría del jurista alemán Hans 

Welzel quien en el año de 1930 realiza una crítica del sistema causalista diciendo que el 

ubicar la acción en forma causal es una forma ciega de observar el delito aduciendo que 

es una forma ciega por que el causalismo se reduce a causa-efecto sin tener en cuenta la 



73 
 

finalidad de la acción. En el año de 1931 Hans Welzel estableció que el delito parte de 

una acción pero tiene una finalidad o un fin, es decir el delito basa su creación en una 

relación ético-social en donde en primer plano se encuentra la culpabilidad como 

elemento del delito, debiéndose medir y tomar en cuenta la peligrosidad del individuo 

en relación a su culpabilidad de ahí que la teoría finalista hace un análisis de la 

culpabilidad del delincuente tomando en cuenta el fin o fines de la acción del 

delincuente; ésta ideología recibe el nombre de finalista por que atiende principalmente 

al estudio técnico - jurídico sobre la finalidad del delincuente para cometer el delito. 

Esta teoría, en cuya ideología intervinieron juristas como Hellmuth Von Weber, 

Alexander Graf ZuDohnaHellmut Mayer, revolucionó el pensamiento penal de la época 

siguiendo la idea varios juristas como Nicolai Hartmann y Richard Konnigsberg. Hans 

Welzel en base a ésta teoría saca de la culpabilidad el elemento de la forma (2° 

elemento) que representa al dolo y la culpa, trasladándolo a la acción como 

consecuencia natural y, toda vez que en ésta teoría la acción pertenece al tipo, tanto el 

dolo y la culpa se deberán tomar en cuenta al estudiar la conducta y el tipo, no obstante 

que el causalismo consideraba al dolo como elemento de la culpabilidad. Esta escuela 

basó su ideología principalmente en la psicología y la fenomenología como elementos 

preponderantes en el actuar humano. Esta escuela, que para los doctrinarios y estudiosos 

de la Teoría del Delito se ha dividido en finalismo ortodoxo, finalismo radical, 

finalismo formal, finalismo material y finalismo valorativo, tuvo su total desarrollo en 

Alemania desde el año 1930 hasta el año 1970, habiendo sido interrumpido su camino 

entre los años 1933 y 1945 aproximadamente por haber imperado en esos años en 

Alemania otra escuela llamada del “Irracionalismo Jurídico” o de la “Escuela de Kiel” 

sustentada por juristas como Georg Dahm, Friedrich Schaffstein y Edmundo Mezger. 

La teoría finalista expone dos diferentes fases en su estudio aduciendo que para que un 
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individuo pueda ser castigado en base a su demostrada culpabilidad deben de tomarse 

en cuenta diversos aspectos tanto internos como externos de la conducta del individuo. 

Para la teoría finalista es esencial el estudio minucioso de cada uno de los elementos 

integrantes del tipo como lo son: 

a) Los elementos Objetivos. 

b) Los elementos Subjetivos. 

c) Los elementos normativos. 

- Basando lo anterior en la teoría alemana de la Tipicidad iniciada en el año de 

1906 por el jurista alemán Ernst Von Beling, la teoría finalista señaló que sobre todo 

estudio de la culpabilidad deberán analizarse dos fases en la conducta del hombre que 

son: la fase externa y la fase interna. 

 Conducta. 

 Fase Interna Fase Externa 

 Objetivos y propósitos -Ejecución de los medios 

 Medios Empleados -Resultado previsto 

 Posibles consecuencias -Nexo causal. 

- Por otro lado la escuela Finalista funda su razón de ser en la subjetividad del 

acto y que corresponde a la fase interna (el pensamiento del individuo), analizando los 

motivos y finalidades del delincuente para poder deducir de ahí la culpabilidad del 

sujeto en base a la realización de un hecho. Por tal motivo ésta escuela se basa 

totalmente en la teoría del Tipo y sus elementos como condición para que pueda 

establecerse la culpabilidad; esto es, que ésta teoría exige el estudio dogmático-jurídico 

de cada uno de los elementos del tipo analizados en la relación del hecho delictivo en 

particular para poder establecer la culpabilidad sobre una persona. Haciendo una 

comparación entre la escuela Causalista y Finalista. 



75 
 

- Para el Finalismo es necesario además de tenerse por comprobado el elemento 

objetivo el tipo, que se tengan comprobados también los elementos normativos y 

subjetivos como por ejemplo todos aquellos hechos que se encuentran vinculados a la 

antijuridicidad. Que deberán ser valorados en base a las características del hecho 

delictivo, así como de aquellos supuestos que hacen determinar la voluntad del sujeto 

activo para actuar con intención, dolo o culpa. Lo que da como consecuencia que ésta 

escuela finalista funda su razón de ser en la subjetividad del acto analizando los motivos 

y finalidad en el actuar del delincuente para poder deducir de ahí la culpabilidad sobre 

la persona. En consecuencia, y por los motivos antes expuestos, ésta escuela se basa 

totalmente en la teoría del Tipo y sus elementos como condición para que pueda 

establecerse la Culpabilidad, ésta teoría exige el estudio dogmático jurídico de cada uno 

de los elementos del Tipo analizados en relación al hecho delictivo en particular para 

poder establecer Culpabilidad. En México en la década de los años ochenta, derivado de 

la teoría del tipo y la corriente finalista se elabora una doctrina nueva acerca del tipo 

penal por investigadores y juristas de la UNAM con auxilio de la lógica-matemática. 

Esta teoría fue realizada por la Dra. Olga Islas y el maestro Elpidio Ramírez con la 

ayuda de un jurista argentino de nombre Ernesto Raúl Zaffaroni y la valiosa ayuda de 

un matemático de nombre LianKarp. Ésta teoría inclusive fue expuesta en Alemania y 

en su momento aceptada, y se basó en una fórmula matemática, específicamente de 

álgebra en donde cada uno de los factores representaba diferentes aspectos sobre los 

elementos del tipo los que sumados todos dan un resultado de culpabilidad. Con ésta 

doctrina se intentó apoyar al finalismo siendo conocida como el “modelo lógico 

matemático”. 

- La acción humana es el ejercicio de la actividad finalista. La acción es, por lo 

tanto, un acontecimiento finalista y no solamente causal, sobre la base de su 
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conocimiento causal previo, está en condiciones de dirigir los distintos actos de su 

actividad de tal forma que dirige el suceder causal exterior hacia el objetivo y lo sobre 

determina así de modo finalista. La finalidad es un actuar dirigido conscientemente 

desde el objetivo, mientras que para la causalidad no está dirigida desde el objetivo sino 

que es el resultante de los componentes causales circunstancialmente concurrentes. Por 

eso la finalidad es vidente y la causalidad es ciega. (WELSEL, 1951) 

 

- Ahora bien. el verdadero sentido de la teoría de la acci6n finalista, como debía 

demostrar todo cuanto antes hemos expuesto, aspira al restablecimiento de la función 

ético-social del derecho penal y a la superación de las tendencias naturalistas- 

utilitaristas en la ciencia del derecho penal. Por otra parte la dirección finalista de una 

acción se realiza conforme a tres factores: 1) el objetivo; 2) los medios necesarios para 

la obtención de ese objetivo; 3) las consecuencias secundarias forzosamente ligadas al 

empleo de los medios. (WELSEL, 1951) 

 

4.2.1.2. EL POPULISMO  

En las últimas décadas se incorporó al debate la perspectiva del populismo punitivo 

como concepto que denota las medidas represivas alimentadas por la demagogia de la 

inseguridad y el miedo. El miedo al otro ha sido siempre un recurso del poder político: 

puede producirlo él mismo, como en los regímenes abiertamente autoritarios, o servirse 

de él, secundándolo o alimentándolo con objeto de obtener consenso y legitimación 

(FERRAJOLI, 2011). 

 

La función asignada al castigo en el populismo punitivo está vinculada a intereses 

electorales, como el reconocimiento de la medida como adecuada y eficaz frente a la 
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inseguridad, pero deja sin resolver el fin de prevención y no reconoce los límites que 

supone aceptar alguna de las doctrinas de justificación (CANCIO / JAKOBS, 2003). 

Como expuso hace tiempo Goldschmidt los principios de la política criminal de un país 

constituyen precisamente el termómetro por el que se mide el carácter democrático o no 

de su ordenamiento jurídico. Y lo cierto es que estas políticas populistas responden a 

una ideología neo-autoritaria de corte antidemocrático (MIRANDA, 2007), que se 

fundamentan -escudan- bajo políticas de prevención y seguridad, que noobstante 

carecen de un análisis criminológico objetivo de la realidad, en cuanto a la problemática 

de inseguridad ciudadana. 

 

A.- DEFINICION Y ETIMOLOGIA 

Es un vocablo de suma ambigüedad, ampliamente empleado, y definido por la Real 

Academia Española como "Tendencia política que pretende atraerse a las clases 

populares". Posiblemente el primer movimiento político con esa denominación fue el 

naródnik (como adjetivo, naródnichestvo como sustantivo) ruso del siglo XIX. 

El populismo se caracteriza por un fuerte liderazgo de un sujeto carismático, propuestas 

de igualdad social y movilización popular. También es importante señalar la 

simplificación dicotómica y el claro predominio de los argumentos emocionales sobre 

los racionales. 

 

En muchos casos, el término populismo se usa de forma peyorativa, en sí mismo no 

implica que el régimen pertenece a la derecha o la izquierda sino que describe otros 

aspectos como la falta de planificación económica. 
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Entendemos por populismo a una clasificación otorgada a un conjunto de medidas 

tomadas por un gobierno o partido, siendo considerada una de las principales formas de 

demagogia. Entre sus principales características se encuentra el uso de las masas 

populares, mediante políticas engañosas que aparentan solventar y cambiar su situación 

de clase, cuando no hacen más que dar soluciones paliativas, en el mejor de los casos, 

con fin de obtener votos y perpetuarse en el poder.Presenta un fuerte estatismo, el 

populismo necesita de un Estado poderoso que provea, controle y administre la 

economía de una manera casi total. Este es uno de los principales motivos por el cual 

obtiene un gran rechazo por parte de los sectores privilegiados de la sociedad, 

promotores de un capitalismo más liberal y salvaje. 

 

Definido como la doctrina política que se proclama defensora de los intereses 

aspiraciones del pueblo, el populismo punitivo ha penetrado con fuerza arrolladora en 

los espacios de la justicia y su pretexto de sosegar los efectos de la inseguridad 

ciudadana y la poca confianza en la efectividad del aparato judicial, ha logrado expandir 

el derecho penal, desquiciar el sistema de juzgamiento, socavar el espíritu garantista de 

las normas y acomodarlo a interpretaciones arbitrarias y restrictivas, ostensibles en la 

actuación de un amplio sector de fiscales y en las desconcertantes providencias de 

algunos jueces y magistrados.  

 

El populismo penal promueve, desde el Gobierno y el Parlamento obviamente sin 

previos estudios de política criminal, pero con gran incidencia en el nivel político 

electoral, la expedición de leyes impróvidas, incongruentes, irracionales, para aumentar 

penas, crear delitos, reducir beneficios, privatizar la justicia y de contera desestructurar 
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el modelo procesal, soslayar derechos, menoscabar garantías y vulnerar el debido 

proceso acusatorio. 

 

B.- POSITIVISMO EN SENTIDO NEGATIVO 

El populismo con una «significación peyorativa», es el uso de «medidas de gobierno 

populares», destinadas a ganar la simpatía de la población, particularmente si esta posee 

derecho a voto, aun a costa de tomar medidas contrarias al estado democrático. Sin 

embargo, a pesar de las características anti institucionales que pueda tener, su objetivo 

primordial no es transformar profundamente las estructuras y relaciones sociales, 

económicas y políticas (en muchos casos los movimientos populistas planean evitarlo) 

sino el preservar el poder y la hegemonía política a través de la popularidad entre las 

masas. 

 

En sentido general, sectores socialistas y comunistas han utilizado el término 

«populista» para definir a los Gobiernos que aun favoreciendo a los «sectores 

populares» (principalmente a la clase obrera) no pretenden terminar con el sistema 

capitalista.  

 

Tanto la economía Keynesiana, como una posición crítica de la política exterior de 

Estados Unidos han sido prácticas sustanciales del populismo latinoamericano, tanto de 

los años 1930-1950, como la más reciente ola de la «nueva izquierda» de los 2000. En 

el caso europeo de los 2010, la crítica principal es a la hegemonía y dominio de los 

intereses políticos alemanes y el sector financiero global. 
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La crisis de la representación política es una condición necesaria pero no una condición 

suficiente del populismo. Para completar el cuadro de situación es preciso introducir 

otro factor: una «crisis en las alturas» a través de la que emerge y gana protagonismo un 

liderazgo que se postula eficazmente como un liderazgo alternativo y ajeno a la clase 

política existente. Es él quien, en definitiva, explota las virtualidades de la crisis de 

representación y lo hace articulando las demandas insatisfechas, el resentimiento 

político, los sentimientos de marginación, con un discurso que los unifica y llama al 

rescate de la soberanía popular expropiada por el establecimiento partidario para 

movilizarla contra un enemigo cuyo perfil concreto si bien varía según el momento 

histórico «la oligarquía», «la plutocracia», «los extranjeros» siempre remite a quienes 

son considerados como responsables del malestar social y político que experimenta «el 

pueblo». En su versión más completa, el populismo comporta entonces una operación 

de sutura de la crisis de representación por medio de un cambio en los términos del 

discurso, la constitución de nuevas identidades y el reordenamiento del espacio político 

con la introducción de una escisión extrainstitucional.  

 

Desde un punto de vista opuesto, los sectores conservadores han utilizado el término 

«populista» para definir a los gobiernos que presentan los intereses de las 

claseseconómicamente más altas (grandes grupos económicos, etc.) como separados y 

contrarios a los de las más bajas consideradas como una mayoría permanente con 

intereses homogéneos autoevidentes que no requerirían así del pluralismo político, 

destruyendo la posibilidad del disenso político y del crecimiento económico por vías 

privadas. 
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C.- EN SENTIDO POSITIVO 

Varios movimientos sociopolíticos a través de la historia mundial moderna han 

pretendido que «el pueblo» es decir, los agricultores y campesinos, los obreros, los 

pequeños empresarios, el bajo clero, las clases profesionales (médicos, maestros, 

profesores, contables, ingenieros, empleados públicos, etc.) sea quien ostente el poder 

en los estados democráticos, en contra así de las élites o clases dominantes.  

 

Estos movimientos populistas se han basado en las ideas políticas de la cultura 

autóctona sin necesariamente reivindicar el nacionalismo, y oponiéndose siempre al 

imperialismo. Ejemplos de este tipo han sido el populismo ruso y el populismo 

estadounidense del siglo XIX (este último llamado también «productivismo»); el 

cantonalismoespañol; el agrarismo mexicano; y los carbonarios italianos. Pueden estar 

influenciados (o no) por una o varias ideologías o proyectos políticos definidos, sin 

embargo normalmente no se adhieren a ellos de forma explícita. 

 

En su crítica de la novela Todos los hombres del rey, del premio Pulitzer Robert Penn 

Warren, Esteban Hernández hace un interesante análisis de la relación entre populismo 

y aristocracia. Hernández sostiene que mientras en los países menos desarrollados, el 

populismo va de la mano con la lucha contra el hambre, el aumento de impuestos a los 

ricos, y la supeditación del mundo empresarial a la política, tal como fue planteado por 

Franklin Delano Roosevelt en Estados Unidos con el New Deal. Hernández señala que, 

en esos países, el populismo definiría una alternativa a la aristocracia mucho más 

probable que el comunismo, y que por esa razón ha sido (y es) denostado por los 

sectores conservadores.También se considera que un Gobierno populista es aquel que 

no promueve un mayor acercamiento a Estados Unidos. 
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D.- CARACTERÍSTICAS DEL POPULISMO 

Otro punto a tener en cuenta sobre el populismo es su carácter dicotómico. Con un 

lenguaje político muy pocas veces conciliador, llama a las masas a unirse contra los 

intereses de cierto sector social (la burguesía u oligarquía, preferentemente). Presentan 

una visión de desconfianza y generalmente de rechazo ante las entidades financieras 

internacionales, tales como el Fondo Monetario Internacional o el Banco Mundial. 

 

Esto se ve principalmente acentuado en países latinoamericanos, donde encontramos 

deudas externas muy altas y que han generado estragos a nivel social a lo largo de toda 

su historia. Este carácter dicotómico y su lenguaje político agresivo suelen generar 

ciertas reticencias entre la sociedad y agrupaciones políticas, ya que argumentan un 

atentado contra el carácter democrático y dialógico de la política moderna. 

 

Asociado generalmente al nacionalismo, el populismo se plantea como una variante de 

carácter generalmente autoritaria, donde el líder debe ser carismático y movilizar a las 

masas. Debido a esto, el populismo se presenta como un peligro para la democracia. 

 

4.2.2. JURISPRUDENCIA:  

4.2.2.1. Acuerdo Plenario N° 4-2008/Cj-116   

La imputabilidad restringida por razón de la edad y control difuso 

Considerando 10,- Igualmente de be establecerse si para los casos de violación de la 

libertad sexual se aplica o no la atenuación de pena por responsabilidad restringida, al 

colisionar el segundo párrafo del artículo veintidós del código sustantivo con el 

principio derecho fundamental de igualdad ante la ley. 
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El art. 22 del C.P., modificado por la ley numero veintisiete mil veinticuatro, del 

veinticinco de diciembre de mil novecientos noventa y ocho, establece en su primer 

párrafo la regla general.  Dice: “ podrá reducirse prudencialmente la pena señalada para 

el hecho punible cometido cuando el agente tenga más de dieciocho o menos de 

veintiún años, o más de sesenta y cinco años, al momento de realizar la infracción. 

Empero, en su segundo párrafo introduce diversas excepciones en función del delito 

cometido, no a la culpabilidad del autor y a la necesidad preventiva de pena como 

pudiera parecer coherente con el fundamento material de la imputabilidad. Asiesta 

excluido el agente que haya incurrido en delito de violación de la libertad sexual (…) y 

otro delito sancionado con pena privativa de libertad no menor de veinticinco años o 

cadena perpetua” 

 

Sobre el particular es de mencionar que exiete pronunciamiento de la Sala 

Constitucional Permanente de la Corte Suprema que, desaprobando una sentencia 

consultada que hizo control  difuso e inaplico dicho segundo párrafo del artículo 

veintidós del Codigo Penal, declaro que dicha norma penal no se contrapone a la 

Constitución. Esa decisión obliga a establecer si tiene, a su vez un carácter vinculante y 

por ende, si clausura la discusión judicial.     

      

Considerando 11.- 

El sistema de control de la constitucionalidad de las leyes que asume nuestra ley 

fundamental es tanto concentrado como difuso. El primer modelo es de exclusiva 

competencia material del Tribunal constitucional, mientras el segundo corresponde a los 

jueces ordinarios, que lo ejercen en cada caso particular. Desde esta perspectiva. No 

corresponde al pleno jurisdiccional penal adoptar un acuerdo vinculante pronunciándose 
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sobre la legitimidad constitucional de la norma en cuestión, pues por sus efectos, 

invadiría las atribuciones exclusivas del tribunal constitucional y restaría competencia a 

la sala constitucional de este supremo tribunal. 

 

El control difuso, como ya se notó, es de aplicación por todos los jueces de la 

jurisdicción penal ordinaria. Como tal los jueces tienen incluso la obligación de 

inaplicar las normas pertinentes que coliden con la constitución, sin perjuicio que por 

razones de seguridad y garantía de unidad de criterio, corresponda la consulta a la sala 

constitucional de la corte suprema. Los efectos generales de una sentencia juridicial, por 

su propia excepcionalidad, exige no solo una norma habilitadora sino también una 

decisión específica, que así lo decida, de dicha sala jurisdiccional de la corte suprema. Y 

la única posibilidad, legalmente aceptable, sería que dicha sala siga el procedimiento 

establecido en el artículo 22 de la ley orgánica del poder judicial, que por lo demás no 

ha utilizado en el presente caso. 

 

Los jueces penales, en consecuencia, están plenamente habilitados a pronunciarse, si así 

lo juzgan conveniente, por la inaplicación del párrafo segundo del artículo 22° del 

código penal, si estiman que dicha norma introduce una discriminación – desigualdad 

de trato irrazonable y desproporcionada, sin  fundamentación objetiva suficiente, que 

impide un resultado jurídico legítimo.  
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4.2.2.2. La Sala de Derecho Constitucional y Social Permanente de la Corte 

Suprema de Justicia de la República, establece como doctrina jurisprudencial 

vinculante, el Expediente N° 1618-2016, elevada en consulta, en el que señala.-   

Que ante un tratamiento jurídico desigual legalmente establecido, compatible con los 

fines constitucionales de la pena, por lo que la norma en ninguna de sus regulaciones 

evidencia supuesto de inconstitucionalidad, pues como se tiene señalado, no todo 

tratamiento jurídico diferente concluye en un trato discriminatorio, pues en principio, no 

toda distinción de trato es ofensiva a la dignidad humana, sino cuando ella carece de 

justificación objetiva y razonable; existiendo desigualdades de hecho que legítimamente 

se traducen en desigualdades de tratamiento jurídico, manteniendo la norma la 

presunción de constitucionalidad en abstracto; (…) de tal forma que la norma legal 

(segundo párrafo del artículo 22 del código penal), al establecer un trato diferenciado 

entre diferentes, no pierde la presunción de constitucionalidad al no evidenciar 

vulneración del principio de igualdad, por lo que se desaprueba la sentencia consultada. 

 

COMENTARIO:  

El segundo párrafo del artículo 22° del Código Penal, excluye la aplicación de la 

responsabilidad penal restringida cuando se trata de reincidentes de los delitos de 

homicidio culposo y lesiones culposas (primer párrafo), o cuando el agente es un 

integrante de una organización criminal, o cuando se cometen cualquiera de los 

siguientes delitos: “Violación de la libertad sexual, Homicidio calificado, Homicidio 

calificado por la condición Oficial del Agente, Feminicidio, Extorsión, Secuestro, Robo 

agravado,  Tráfico Ilícito de drogas, Terrorismo, Terrorismo agravado, Apología, 

Atentado contra la Seguridad Nacional, Traición a la patria, y cualquier otro delito 
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sancionado con pena privativa de libertad no menor de veinticinco años o cadena 

perpetua”. 

 

Sin embargo esta distinción del tratamiento de a que delitos no corresponde atender a la 

responsabilidad penal restringida, a pesar de que el autor tenga entre 18 a 21 años, 

resulta ser una discriminación, y como tal resulta ser inconstitucional. Al respecto, se 

tiene al finalismo como fuente doctrinaria el mismo que pone filtros para determinar la 

responsabilidad por cuanto es necesario tenerse por comprobado el elemento objetivo 

del tipo, que se tengan comprobados también los elementos normativos y subjetivos 

como por ejemplo todos aquellos hechos que se encuentran vinculados a la 

antijuridicidad. Que deberán ser valorados en base a las características del hecho 

delictivo, así como de aquellos supuestos que hacen determinar la voluntad del sujeto 

activo para actuar con intención, dolo o culpa. Lo que da como consecuencia que ésta 

escuela finalista funda su razón de ser en la subjetividad del acto analizando los motivos 

y finalidad en el actuar del delincuente para poder deducir de ahí la culpabilidad sobre 

la persona. En consecuencia, y por los motivos antes expuestos, ésta escuela se basa 

totalmente en la teoría del Tipo y sus elementos como condición para que pueda 

establecerse la Culpabilidad, ésta teoría exige el estudio dogmático jurídico de cada uno 

de los elementos del Tipo analizados en relación al hecho delictivo en particular para 

poder establecer Culpabilidad, de tal forma esta doctrina apoya la atenuación por 

responsabilidad restringida toda vez que pone filtros para determinar la culpabilidad del 

agente activo. 

 

Ahora bien respecto a la doctrina que se opone tenemos al populismo quien postula, el 

uso de «medidas de gobierno populares», destinadas a ganar la simpatía de la población, 
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particularmente si esta posee derecho a voto, aun a costa de tomar medidas contrarias al 

estado democrático. Sin embargo, a pesar de las características anti institucionales que 

pueda tener, su objetivo primordial no es transformar profundamente las estructuras y 

relaciones sociales, económicas y políticas, sino el preservar el poder y la hegemonía 

política a través de la popularidad entre las masas, en consecuencia apoya a la 

aplicación del segundo párrafo del artículo 22 del Código Penal, puesto que esta 

doctrina busca castigar conductas reprochables con penas altas, sin embargo estas 

formas de sanción no siempre son las adecuadas y justas ya que existen otras maneras 

de contrarrestar dichas conductas. 

 

4.3. OBJETIVO ESPECIFICO III: DETERMINAR LA RESTRICCIÓN DE LA 

APLICACIÓN DE LA RESPONSABILIDAD RESTRINGIDA COMO 

ATENUANTE PRIVILEGIADA ESTABLECIDA EN EL D. LEGISLATIVO 1181 

Y SU VULNERACIÓN DE NORMAS CONSTITUCIONALES. 

APLICACIÓN DEL TEST DE CONSTITUCIONALIDAD 

4.3.1. ANALISIS DELA VULNERACION DE NORMAS CONSTITUCIONALES: 

4.3.1.1. Determinación del ámbito normativo del derecho, principio y/o garantía 

fundamental 

Principio de igualdad.  

4.3.1.1.1. Determinación del contenido del derecho, principio y/o garantía 

fundamental 

El artículo 24 de la Convención consagra el principio de igualdad ante la ley. Así que no 

importara las condiciones en las que se encuentran los niños, el trato diferente que se 

otorga a los mayores y a los menores de edad no es por sí mismo discriminatorio, en el 

sentido que establece la Convención. 
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- El principio de igualdad y no discriminación no ha generado mucha jurisprudencia por 

la Corte y la Comisión Interamericanas de Derechos Humanos. Sin embargo, no por ello 

se pueden pasar por alto las importantes contribuciones que ambos órganos han 

realizado, ni algunas de las discusiones teóricas que ellas generan. De las múltiples 

aristas de análisis alrededor del principio de igualdad y no discriminación en la 

jurisprudencia interamericana, nos detendremos en dos temas que no han sido 

suficientemente estudiados. Analizaremos los motivos prohibidos de discriminación 

contenidos en la Convención Americana y en la interpretación que de ellos se ha hecho. 

Una vez determinada la existencia de un listado de criterios prohibidos de 

discriminación, analizaremos cuál es el estándar que la Corte y la Comisión utilizan o 

deberían utilizar frente a las distinciones basadas en ellos. 

En particular, exploraremos si el estándar debe ser más estricto que el aplicado frente a 

otras distinciones no expresamente prohibidas por el texto convencional 

Que el principio fundamental de igualdad y no discriminación forma parte del derecho 

internacional general, en cuanto es aplicable a todo Estado, independientemente de que 

sea parte o no en determinado tratado internacional. En la actual etapa de la evolución 

del derecho internacional, el principio fundamental de igualdad y no discriminación ha 

ingresado en el dominio del juscogens. 

a. Contenido del derecho: El derecho a la igualdad implica que todas las personas 

deben ser tratadas en forma igual por parte del Estado. En consecuencia, todo trato 

diferente está prohibido. Este trato desigual de los iguales se conoce como 

discriminación. Sin embargo, la realidad demuestra que existen una serie de 

desigualdades en la sociedad, lo que obliga a adoptar medidas orientadas a lograr que el 

derecho a la igualdad no se agote en su reconocimiento formal (igualdad formal), sino 

que existan iguales oportunidades para el ejercicio de los derechos fundamentales por 
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parte de todas las personas (igualdad material). Estas medidas pueden implicar un trato 

desigual, lo que no es considerado como una discriminación sino una diferenciación. Lo 

dicho hasta aquí puede ser sintetizado de la siguiente manera: El derecho a la igualdad 

implica el trato igual entre los iguales. La discriminación implica un trato desigual entre 

los iguales. La diferenciación implica un trato desigual entre los desiguales. 

b. LA IGUALDAD ANTE LA LEY: La discriminación por parte del Estado puede 

manifestarse de diferentes formas. Una de éstas consiste en la expedición de normas 

jurídicas con un contenido discriminatorio. En tanto ha sido una de las formas más 

comunes de discriminación, existe un reconocimiento del derecho a la igualdad ante la 

ley, que en algunos casos se aborda de manera conjunta con el derecho a la igualdad y 

en otros de forma autónoma. 

c. EL DERECHO A LA IGUALDAD EN LA CONSTITUCIÓN DE 1993 

El Artículo 2° inciso 2° de la Constitución de 1993 aborda el tema del derecho a la 

igualdad de la siguiente manera: Toda persona tiene derecho: A la igualdad ante la ley. 

Nadie debe ser discriminado por motivo de origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, 

condición económica o de cualquier otra índole. 

Como se aprecia, este Artículo sólo hace referencia a dos aspectos relacionados con el 

derecho a la igualdad: el derecho a la igualdad ante la ley; y la prohibición de 

discriminación. Existen en consecuencia importantes omisiones y deficiencias en la 

forma en que actualmente se reconoce el derecho a la igualdad en el ámbito 

constitucional. Estas son: no existe un reconocimiento general del derecho a la igualdad, 

sino sólo una referencia al derecho a la igualdad ante la ley, que es una de sus 

manifestaciones; no existe una mención a la obligación del Estado de adoptar medidas a 

efectos de lograr una igualdad material, a favor de las personas que se encuentran en 

una situación de desigualdad. Si bien estas omisiones no impiden que en los hechos la 
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jurisprudencia precise los alcances del derecho a la igualdad o que los órganos del 

Estado adopten medidas tendientes hacia una igualdad material, sería adecuado que el 

texto constitucional desarrolle en forma más adecuada ambos aspectos, pues constituye 

siempre la referencia inicial para que las personas tengan un conocimiento adecuado 

sobre el contenido y los alcances del derecho a la igualdad 

 

3.1.2. ¿El contenido de la modificación legislativa supone una intervención en el 

ámbito normativo del derecho, principio y/o garantía fundamental? 

SI. 

Porque el segundo párrafo del artículo 22 del código penal integrado por el decreto 

legislativo N° 1181, afecta el derecho a la igualdad generando una diferencia entre 

imputados por la naturaleza del delito, de tal forma que se está incurriendo en 

discriminación, puesto que  el derecho a la igualdad ante la ley y en la ley constituye un 

derecho subjetivo, ya que es una facultad o atributo inherente a toda persona a no ser 

objeto de discriminación, vale decir, de un trato basado en diferencias arbitrarias. 

En el plano de la aplicación, la igualdad ante la ley obliga a que esta sea aplicada de 

modo igual a todos aquellos que se encuentran en la misma situación, sin que el 

operador pueda establecer diferencia alguna en razón de las personas, o de 

circunstancias que no sean precisamente las presentes en las normas” (RUBIO 

LLORENTE, 1995) 

Las diferencias que corresponden a otros ámbitos ajenos al núcleo duro (condiciones 

subjetivas de la igualdad) como son las condiciones objetivas, pueden ser regulados por 

el legislador, pero estas diferenciaciones de tratamiento de personas o grupos de 

personas deben estar justificadas racionalmente. La discriminación, la diferencia 

arbitraria, se encuentra en oposición a la justicia, siendo inconstitucional y contraria a 
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los derechos humanos. Así surge también en el derecho internacional de los derechos 

humanos el principio de no discriminación como uno de los derechos más básicos del 

ser humano, el cual ha sido elevado a la categoría de lusCogens, el que prohíbe toda 

diferenciación hecha sobre fundamentos no razonables, irrelevantes o 

desproporcionados. Es así que la discriminación es entendida como una diferencia 

arbitraria, es la desigualdad de tratamiento de las personas carente de justificación 

objetiva y razonable, asimismo, es el tratamiento igual de personas que se encuentran en 

situaciones en que hay diferencias jurídicas relevantes, que obligarían a un tratamiento 

diferenciado.(RABOSSI, 1990) 

 

Ahora bien el legislador debe tratar igual a las personas que se encuentran en 

situaciones e hipótesis jurídicas iguales y debe tratar diferenciadamente a quienes se 

encuentran en situaciones o hipótesis jurídicas diferentes. La igualdad consiste así en 

una relación, la que debe ser justa, ajena a toda arbitrariedad o diferenciación sin 

justificación racional y razonable. 

 

Así surge el principio o regla en materia de igualdad ante la ley de que las situaciones 

iguales deben ser tratadas iguales y que las situaciones desiguales deben ser tratadas 

desigualmente, siendo inconstitucional tratar igualmente a hipótesis jurídicas diferentes, 

como asimismo, es inconstitucional tratar diferentemente a quienes se encuentran en 

una misma hipótesis jurídica.Estos principios habilitan al legislador para establecer 

preceptos legales referentes a diferentes hipótesis jurídicas que afectan a grupos 

humanos diversos atendiendo las particularidades de cada situación concreta. Así la 

igualdad ante la ley tutela a las personas frente a los eventuales privilegios, a los actos y 
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normas discriminatorias o sin fundamento racional o justo, así como ante las eventuales 

irracionalidades del mismo ordenamiento jurídico. 

 

En una sentencia del Tribunal Constitucional español, N° 144 de1988, se establece lo 

siguiente:"El principio de igualdad que garantiza la Constitución opera en dos planos 

distintos. De una parte, frente al legislador o frente al poder reglamentario, impidiendo 

que uno u otro puedan configurar los supuestos de hecho de la norma de modo tal que 

se dé trato distinto a personas que, desde todos los puntos de vista legítimamente 

adoptables se encuentren en la misma situación, o dicho de otro modo, impidiendo que 

se otorgue relevancia jurídica a circunstancias que, o bien no pueden ser tomadas nunca 

en consideración por prohibirlo así expresamente la propia Constitución, o bien no 

guardan relación alguna con el sentido de la regulación que, al incluirlas, incurre en 

arbitrariedad y es por eso discriminatoria". 

 

Haciendo un análisis respecto a la arbitrariedad, en la sentencia antes señalada se 

advierte que, en estos casos la igualdad se vulnera cuando no se encuentra una razón 

objetiva para establecer una regulación jurídica diferenciada, por lo cual dicha 

regulación jurídica debe ser considerada arbitraria.  

 

No obstante es preciso señalar que existen dos modalidades de discriminación una 

primera es el criterio de discriminaciones de iure y el otro es la discriminación de 

facto. La primera se produce en el contenido de las normas jurídicas y puede hablarse 

de discriminación en el contenido de la norma jurídica, vale decir, si los criterios que 

utiliza la ley para distinguir están justificados y son razonables o no. La discriminación 

de facto se produce como consecuencia de la aplicación de la norma jurídica, sin que los 
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preceptos jurídicos en sí mismos sean necesariamente discriminatorios, en otras 

palabras hay discriminación de facto cuando la norma jurídica no se aplica 

imparcialmente a todas las personas que se encuentran en la misma hipótesis; y es por 

ello que la igualdad en la aplicación de la ley implica una obligación para todos los 

órganos estatales mediante el cual no pueden aplicar la ley de manera diferente a 

personas que se encuentran en supuestos sustancialmente iguales. (LOPEZ GUERRA, 

1978) 

 

En consecuencia el primer párrafo del artículo 22 del código penal establece que podrá 

reducirse prudencialmente la pena señalada para el hecho punible cometido cuando el 

agente tenga más de dieciocho años y menos de veintiún años o más de sesenta y cinco 

años al momento de realizar la infracción, salvo que haya incurrido en forma reiterativa 

en los delito previstos en los artículo 111, tercer párrafo y 124, cuarto párrafo; sin 

embargo el segundo párrafo del artículo 22 incorporado por el decreto legislativo N° 

1181, precisa exclusiones a la reducción de la pena para los agentes integrantes: “de una 

organización criminal o que haya incurrido en delito de violación de la libertad sexual, 

homicidio calificado, homicidio calificado por la condición oficial del agente, 

feminicidio, sicariato, conspiración para el delito de sicariato y ofrecimiento para el 

delito de sicariato, extorsión, secuestro, robo agravado, tráfico ilícito de drogas, 

terrorismo, terrorismo agravado, apología, genocidio, desaparición forzada, tortura, 

atentado contra la seguridad nacional, traición a la Patria u otro delito sancionado con 

pena privativa de libertad no menor de veinticinco años o cadena perpetua”.  De tal 

forma que el segundo párrafo del artículo 22 del código penal establece un tratamiento 

diferenciado en la ley al crear una posibilidad para algunos agentes con imputabilidad 

restringida, supuesto normativo que se vincula y sustenta en los fines de la pena.  
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Es así que reiteramos, que la norma que prevé la reducción de la pena, en si no es una 

norma universal e igualitaria para todos los supuestos de imputabilidad restringida, sino 

que, contiene distinciones al establecerla como “posibilidad”, lo cual significa que todos 

los agentes con imputabilidad restringida no se les podrá reducir la pena, ello dependerá 

de las particularidades del agente y del caso, evaluadas y motivadas en decisión del 

juez. En consecuencia la norma en cuestión, si contiene un tratamiento desigual; a) 

desde la  consideración de imputabilidad restringida; b) del beneficio de reducción de la 

pena para algunos agentes con imputabilidad  restringida, creando un excepción a la 

vinculación a la pena legal prevista para todos los casos; c) respecto al tratamiento  

diferenciado entre agentes con imputabilidad restringida indistintamente el ilícito 

cometido, en que la reducción es una posibilidad; d) por la exclusión de los 

reincidentes, de los integrantes de organizaciones criminal y de los agentes de delitos 

graves y pluriofensivos, a la posibilidad de reducción de la pena legal. Debemos resaltar 

que de la excepción creada a la regla general, el segundo párrafo del artículo 22, 

distingue que algunos agentes que hayan incurrido en delito de violación de la libertad 

sexual, tráfico ilícito de drogas, terrorismo agravado, atentado contra la seguridad 

nacional y traición a la patria u otro delito sancionado en con la pena privativa de 

libertad no menor de veinticinco o cadena perpetua, no serán comprendidos en la regla 

de excepción, manteniendo para ellos la vinculación a la pena legal.  

 

De tal forma que el problema que se plantea en el cuestionamiento de la norma reside en 

la exclusión a los agentes que estén comprendidos en el segundo párrafo del artículo 22 

del código penal, por lo tanto corresponde examinar si dicha restricción, 

infracciona la Constitución en relación al derecho a la igualdad. 
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Para ello es menester precisar que el principio, el derecho fundamental a la igualdad se 

encuentra considerado y protegido en los artículo 1 y 7 de la Declaración Universal de 

los Derechos Humanos, reconociendo que todos los seres nacen libres e iguales en 

dignidad, que todos son iguales ante la ley, que tienen derecho a igual protección contra 

todo acto de discriminación;  y en los artículos 1 y 24 de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos, asumiendo los Estados el compromiso de respeta los 

derechos fundamentales y garantizar su pleno ejercicio sin discriminación alguna, al 

derecho a la igualdad ante la ley con derecho a igual protección de la ley. (DUDH, 

1948) 

 

Reconocido en el marco del derecho internacional de los derechos humanos, en dos 

dimensiones, una la igualdad como prohibición de discriminación (por el cual es 

discriminatorio todo trato diferenciado que atente contra la dignidad de la persona 

humana, sea por condiciones de superioridad o inferioridad, no obstante no toda 

distinción de trato puede considerarse violatoria por si misma a la dignidad humana);  la 

segunda, la igualdad ante la ley que deriva la concepción de igualdad como 

prohibición de trato arbitrario (sustenta que la ley se aplica igual a todos los individuos 

(ETO CRUZ, 2016) 

 

En consecuencia el segundo párrafo del artículo 22 del código Penal tiene un 

tratamiento desigual al excluir de la responsabilidad restringida (atenuación 

privilegiada) a todos los agentes que: “sean integrantes de organización criminal, o que 

haya incurrido en delito de violación de la libertad sexual, homicidio calificado, 

homicidio calificado por la condición oficial del agente, feminicidio, sicariato, 

conspiración para el delito de sicariato y ofrecimiento para el delito de sicariato, 
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extorsión, secuestro, robo agravado, tráfico ilícito de drogas, terrorismo, terrorismo 

agravado, apología, genocidio, desaparición forzada, tortura, atentado contra la 

seguridad nacional, traición a la Patria u otro delito sancionado con pena privativa de 

libertad no menor de veinticinco años o cadena perpetua”; dado que a estos agentes los 

mantienen en un régimen común constituyendo un trato igualitario con relación a la 

generalidad de imputados, y uno diferente con relación a otros agentes con 

responsabilidad restringida, que tiene la posibilidad de acceder a la reducción de pena. 

Concluyendo así que el segundo párrafo del artículo 22 del código penal integrado por 

el decreto legislativo N° 1181, constituye untratamiento jurídico desigual, por lo tanto 

evidencia supuesto de inconstitucionalidad. 

 

4.3.1.3. Determinar si la intervención en el ámbito normativo del derecho, 

principio y/o garantía fundamental se encuentra justificada: 

4.3.1.3.1. Determinar si la intervención es idónea para fundamentar un objetivo 

constitucionalmente legítimo 

4.3.1.3.1.1. Determinar la legitimidad del objetivo 

Si bien la Constitución Política del Perú establece que el Poder Legislativo reside en el 

Congreso de la República y este tiene atribución para dar leyes y resoluciones 

legislativas, nuestro diseño constitucional otorga al Presidente de la República iniciativa 

legislativa, pudiendo presentar proyectos de ley para que sean estudiados, discutidos y 

eventualmente aprobados por el Parlamento. Asimismo es preciso señalar que el 

documento formal que contiene una propuesta de ley se le denomina iniciativa 

legislativa o proyecto de ley.  
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Ahora bien es preciso señalar que, aunque no es una competencia propia del Poder 

Ejecutivo ejercer la facultad legislativa, el Presidente de la República tiene la facultad 

de dictar decretos legislativos y decretos de urgencia. 

 

Los decretos legislativos son normas con rango de ley que emanan del Poder Ejecutivo 

en virtud de una autorización expresa del Congreso de la República mediante ley 

autoritativa. El Presidente de la República es el único facultado para presentar 

proposiciones de ley solicitando la delegación de facultades legislativas. No puede 

solicitarse la delegación de facultades legislativas en materias relativas a la reforma de 

la Constitución Política del Perú, aprobación de tratados internacionales, leyes 

orgánicas, Ley de Presupuesto, ni Ley de la Cuenta General de la República.  

 

Los decretos legislativos tienen dos límites, uno temporal y otro material, los cuales 

deben estar claramente especificados en la ley autoritativa respectiva. El límite material 

está determinado por el ámbito de las materias establecidas en la ley autoritativa 

respecto de las cuales no puede excederse el decreto legislativo. El límite temporal está 

determinado por el plazo previsto en la ley autoritativa paraque el Presidente de la 

República dicte los decretos legislativos. 

 

Los decretos legislativos son aprobados por el Consejo de Ministros y refrendados por 

el o los ministros a cuyo ámbito de competencia corresponda. El Presidente de la 

República debe dar cuenta al Congreso a la Comisión Permanente de cada decreto 

legislativo dictado. Asimismo, una vez que el decreto legislativo haya sido emitido, el 

Congreso tiene la atribución de ejercer control sobre él, de conformidad con lo previsto 

en el artículo 104 de la Constitución Política del estado y el artículo 90 del Reglamento 
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del congreso de la Republica. Para realizar dicho control se toman en cuenta las 

siguientes reglas: 

a) El Presidente de la República debe dar cuenta al Congreso o a la Comisión 

Permanente de los decretos legislativos que dicte en uso de sus facultades 

legislativas, dentro de los tres días posteriores a su publicación. 

b) Recibido el oficio y el expediente mediante el cual el Presidente de la República da 

cuenta de la expedición del decreto legislativo y, a más tardar el primer día útil 

siguiente, el Presidente del Congreso envía el expediente a la Comisión de 

Constitución y Reglamento del Congreso o a la que señale la ley autoritativa, para 

su estudio. 

c) La Comisión informante presenta dictamen, obligatoriamente, en un plazo no mayor 

de 10 días. 

 

En caso se detecte que el decreto legislativo contraviene la Constitución Política o 

excede el marco de la delegación de facultades otorgado, se recomienda su derogación o 

su modificación, de ser el caso, sin perjuicio de la responsabilidad política de los 

miembros del Consejo de Ministros. 

 

Además del procedimiento de control referido, debe tomarse en cuenta que también 

cabe la posibilidad de aplicar mecanismos de control jurisdiccional posteriores, como el 

proceso de inconstitucionalidad. En el marco de dicho proceso, la información incluida 

en la exposición de motivos del decreto legislativo resultaría una herramienta idónea 

para defender su constitucionalidad y legalidad. 
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Respecto de las exigencias que deberían observarse en la habilitación que el Congreso 

de la República otorga al Poder Ejecutivo, el Tribunal Constitucional ha señalado que 

estas serían las siguientes: 

1. Solo puede tener como destinatario al Poder Ejecutivo, quedando excluido la 

posibilidad de que tal habilitación pueda realizarse a favor de otros poderes del 

Estado u órganos constitucionales. 

2. Tiene que aprobarse por una ley en sentido formal, es decir, a través de una ley 

ordinaria, aprobada y sancionada por el Parlamento o, en su caso, por su Comisión 

Permanente. 

3. Requiere de una ley que fije o determine la materia específica que se autoriza 

legislar, de manera que no es admisible las delegaciones generales, indefinidas o 

imprecisas; y, a su vez, que ella precise con exactitud el plazo dentro del cual podrá 

dictarse la legislación ejecutiva delegada. 

4. No comprende lo que atañe a la reforma constitucional, la aprobación de tratados 

que requieran de habilitación legislativa, leyes orgánicas, la Ley del Presupuesto y la 

Ley de la Cuenta General de la República. 

 

Cumplidas todas las formalidades, para la emisión del decreto legislativo se requiere de 

la aprobación del Consejo de Ministros y el refrendo por los ministros a cuyo ámbito de 

competencia corresponda su temática  

 

En consecuencia es preciso señalar que el decreto legislativo N° 1181, es legítimo dado 

que, mediante Ley Nº 30336 el Congreso de la República ha delegado en el Poder 

Ejecutivo la facultad de legislar en materia de fortalecimiento de la seguridad 

ciudadana, lucha contra la delincuencia y el crimen organizado, por un plazo de noventa 
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(90) días calendario; ello de conformidad con lo establecido en el artículo 104 de la 

Constitución Política del Perú; con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y con 

cargo a dar cuenta al Congreso de la República; de tal forma que se ha dado el decreto 

legislativo N° 1181, mediante cual se ha modificado el artículo 22, en consecuencia la 

norma antes señala es legitima puesto que a ha cumplido el procedimiento establecido. 

 

Asimismo cabe señalar también que el decreto legislativo N° 1181, es legítimo 

sustancialmente puesto que es respaldado y reconocido por el pueblo y creado en 

aprobación de una ley de un gobierno legítimo, es más se tiene que la modificatoria del 

artículo 22 es una norma valida puesto que ha sido emitida por un órgano competente. 

 

4.3.1.3.1.2. Determinar la idoneidad de la medida (modificación legislativa) 

Se establece que la medida adoptada no es útil por cuanto agravar las penas no ayuda de 

ninguna forma a disminuir la delincuencia.De nada sirve la expedición o el 

agravamiento de las leyes penales si no se cumplen, hasta ahora la criminología no ha 

logrado probar que la pena de prisión sea más eficaz en generar más bajos niveles de 

reincidencia que otras sanciones ahora bien, realizando un análisis acerca de la 

tendencia o el pensamiento de que con un aumento de la penalidad, disminuirá la 

delincuencia está extremadamente lejos de la realidad. Falsedad o falta de verificación 

de la ecuación “más prisión = menos delito”. 

 

Por otro lado Reducir o eliminar el delito mediante el aumento del uso de la pena de 

prisión es una solución imposible Con esto simplemente se pone de manifiesto la real 

imposibilidad de detener el delito exacerbando el uso de la pena de prisión. Es necesario 

extender la mirada no solo a esta, sino a otro tipo de acciones. 
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"No estamos yendo por el camino correcto para enfrentar el crimen y, por lo tanto, no 

estamos ganándole la guerra a la delincuencia. Aumentar las penas a los delincuentes no 

sirve para nada." Quien lo afirma, Santiago Mir Puig, quien se ha dedicado al estudio de 

la pena y el delito en el Estado social y democrático de derecho. Todo un tema en un 

contexto de sociedades cada vez más complejas, donde los ciudadanos se sienten 

indefensos frente al auge de la delincuencia, a nuevas modalidades de la criminalidad y 

a un debate por ahora abierto entre los llamados garantistas y quienes reclaman leyes 

cada vez más duras. 

 

Mir Puig, coincide con quienes sostienen que la eficacia de la pena no está en su 

gravedad, sino en su certeza. Es decir, lo verdaderamente eficaz es que se aplique el 

derecho penal, que se detenga a los delincuentes, no que se les aplique más o menos 

pena. Porque, en general, el delincuente tiene grandes expectativas de no ser 

descubierto, confía en no ser descubierto. (MIR PUIG, 2008) 

Binder quiere dejar bien claro que esta idea de aumentar las penas como medida de 

prevención de la criminalidad nace como resultado de la presión que le hace el pueblo a 

las autoridades para frenar la criminalidad y este entiende que cuando las autoridades 

complacen al pueblo con aumentar penas para prevenir la criminalidad le están 

vendiendo falsas promesas, ya que las vías para combatir la criminalidad no solamente 

radican en la penas sino en otros factores de mayor relevancia. (BINDER, 1999) 

 

4.3.1.3.2. Determinar la necesidad de la intervención en el ámbito normativo del 

derecho, principio y/o garantía  

La existencia del segundo párrafo del art 22, no es lo único, ni lo indispensable, ni lo 

último en aplicación, ya que existe otras formas para que los agentes incursos en este 
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comprendidono cometan delitos existiendo maneras menos gravosas, como por ejemplo 

los tratamientos psicológicos,las capacitaciones de concientización humana, etc. Por 

tanto se concluye que es innecesario el segundo párrafo del art 22º, es más este articulo 

causa polémica por que condiciona los tipos de delito en los cuales está excluida la 

aplicación de la responsabilidad penal restringida del agente atendiendo a la edad del 

agente; entonces, una persona de 18 a 21 años es imputable restringido para unos delitos 

si, y para otros no, este criterio es inconstitucional.  

 

Ahora bien, existe un amplio consenso en que la mejor manera de combatir la 

delincuencia es a través de la educación. Una mayor formación de las personas 

permitiría disminuir la delincuencia. De hecho, estudios empíricos recientes 

documentan la existencia de una fuerte causalidad negativa entre educación y 

delincuencia. 

 

4.3.1.3.2.1. Determinar si existen medios alternativos idóneos 

Si existen medios alternativos idóneos tales como: 

a. La Resocialización: 

Entendiendo a la resocialización, en definitiva, es el proceso que busca que una persona 

pueda reintegrarse a la sociedad. Aquellos que fueron condenados por un delito y 

estuvieron privados de su libertad a modo de castigo, deben atravesar diversas etapas de 

resocialización para poder incluirse nuevamente en el sistema. 

Cave resaltar que el proceso evaluativo tiene diversos objetivos, entre ellos según Soria 

(2005): 

Clasificación penitenciaria, en la que se debe tener en cuenta; la personalidad, el 

historial individual, familiar, social, delictivo, duración de la pena, medio al que 
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probablemente retornara, recursos, facilidades y dificultades existentes en cada caso y 

momento para el éxito del tratamiento. Es importante también separar a los internos que 

en razón de sus antecedentes o personalidad pueden ejercer una influencia negativa en 

sus compañeros de detención. 

Programación del tratamiento más adecuado para el caso. 

Evaluación periódica del tratamiento y revisión del grado penitenciario. 

Informe pronostico final para el otorgamiento de la libertad condicional. 

La asistencia psicológica en la prisión es fundamental, ya que muchos de los reclusos 

tienen trasfondos emocionales muy delicados por alguno de los siguientes motivos, 

entre muchos otros: vienen de familias en las que se han sentido siempre desplazados y 

no queridos; han debido abandonar su país a la fuerza por falta de oportunidades; sufren 

discriminación por cuestiones étnicas; han vivido en la calle durante mucho tiempo; no 

tienen la suficiente formación como para acceder a un buen trabajo y eso los empuja a 

sufrir todo tipo de abusos laborales. 

b. Sistema de tercios 

El profesor Víctor Prado Saldarriaga ha sostenido que la determinación judicial de la 

pena es un procedimiento técnico valorativo que permite que el órgano jurisdiccional 

pueda decidir la calidad, extensión y modalidad de ejecución de la pena que 

corresponde aplicar al autor o partícipe culpable de un delito. 

Para determinar la pena es necesario que se realicen un adecuado análisis. Este análisis, 

siguiendo al profesor Prado Saldarriaga, se debe iniciar por identificar la pena básica y, 

luego, la individualización de la pena concreta, la cual debe realizarse en función a la 

presencia de circunstancias legalmente relevantes y que están presentes en el caso. 

Las circunstancias que deben ser evaluadas por el magistrado se encuentra en 3 grupos: 

a) las circunstancias genéricas, específicas y elementos típicos accidentales, 
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b) las circunstancias agravantes, atenuantes y mixtas, y 

c) las circunstancias agravantes cualificadas y atenuantes privilegiadas. 

Es labor del órgano jurisdiccional realizar un análisis de cada una de estas 

circunstancias a fin de detectar la presencia de varias circunstancias de igual o de 

distinta naturaleza y efectividad. En esta línea, expone Prado Saldarriaga, que a mayor 

número de circunstancias agravantes concurrentes la posibilidad de alcanzar el extremo 

máximo de la pena básica será también mayor; asimismo, la pluralidad de 

circunstancias atenuantes llevará el resultado de la cuantificación punitiva hacia un 

extremo mínimo del espacio punitivo correspondiente al delito cometido. 

- Sobre la pena básica: 

La pena básica se encuentra en función del delito cometido. Son los límites de las penas 

aplicables: un inicio y un final de la pena señalado por la Ley. Ejemplo: en el delito de 

robo agravado (art. 189 CP) la pena será de 12 a 20 años. El inicio es de 12 años y el 

final de 20 años. 

Sin embargo, hay situaciones en que nuestro Código Penal no indica el inicio de la 

sanción. Por ejemplo, en el delito de Asesinato (art. 108 CP) solo se muestra que el 

inicio de la pena será de 15 años, pero no cuál será el final. En aquellos casos se debe 

recurrir al artículo 29 CP, el cual señala que el máximo (o final) de la pena será de hasta 

35 años. 

- Sobre la pena concreta: 

La pena concreta es la individualización que realiza el Juez dentro de los límites fijados 

en la pena básica. Siguiendo el ejemplo del delito de robo agravado, le corresponderá al 

Juez determinar la pena dentro de los 12 a 20 años que señala el Código Penal. 
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Sin embargo, el magistrado, para determinar la pena concreta debe tener en 

consideración la presencia de circunstancias (por su naturaleza, por su efectividad o por 

su relación con la pena conminada) presentes en cada caso. 

- Sobre la determinación de las circunstancias: 

Por su naturaleza 

•Comunes o genéricas 

•Especiales o específicas 

•Elementos típicos accidentales 

Por su efectividad 

•Atenuantes 

•Agravantes 

Por su relación con la pena conminada 

•Agravantes cualificadas 

•Atenuantes privilegiadas 

- Concurrencia de circunstancias 

i) A mayor número de circunstancias agravantes, existe también mayor posibilidad 

de la pena a determinarse sea la máxima de la pena básica. 

ii) La pluralidad de circunstancias atenuantes implica que el magistrado se incline 

hacia el extremo mínimo de la pena prevista. 

iii) Ante la presencia simultánea de circunstancias agravantes y atenuantes, existe la 

posibilidad de que la cuantificación de la pena refleje un proceso de compensación entre 

factores de aumento y disminución de la sanción, por lo que la pena a imponer se debe 

encontrar en el intermedio del inicio y la final de la pena básica. (AVALOS, 2015) 
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- Lo que también debe tener presente el magistrado para determinar la pena 

concreta: 

Una vez que el magistrado ha determinado el delito cometido, se conocerá también la 

pena básica. Luego de ello, debe determinar la presencia de circunstancias en el caso 

concreto. Conocido todo ello, debe actuar conforme al artículo 45 CP, el cual señala que 

el Juez, al momento de fundamentar y determinar la pena, tiene en cuenta: 1. Las 

carencias sociales que hubiese sufrido el agente, 2. Su cultura y sus costumbres, y 3. 

Los intereses de la víctima, de su familia o de las personas que de ella dependen. 

Asimismo, el artículo 45-A CP establece que el juez para determinar la pena concreta 

debe dividir la pena básica en 3 partes; y a partir de allí se evalúan las circunstancias, 

sean estas agravantes y atenuantes, o agravantes cualificadas y atenuantes privilegiadas. 

 

- La determinación de la pena concreta en un caso concreto 

Si se comete un delito de robo (art. 188 CP) con los siguientes presupuesto: 

•El agente tiene 19 años al momento que se cometió el hecho, lo cual influyó en el 

ilícito. 

•No tiene la calidad de reincidente o habitual. 

•No contaba con antecedentes penales. 

Al respecto, para determinar la pena concreta se debe: 

•dividir en tercios la pena básica (robo es de 3 a 8 años) 

•conocer la existencia de atenuantes. En el caso se encuentran los del numeral a) y h) 

del inciso 1 del art. 46 CP. 
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•tener presente que por la edad del agente (19 años), el art. 22 CP señala que podrá 

reducirse prudencialmente la pena. 

Con todo ello, el Juez puede determinar la pena concreta a imponer. 

 

 

c. POLÍTICAS DE REPARACIÓN  

El Diccionario de la Real Academia Española refiere que la palabra “reparar” proviene 

del latín reparare, cuya traducción es “desagraviar, satisfacer al ofendido”, y la palabra 

“reparación” proviene del latín reparatio, cuya traducción es desagravio, satisfacción 

completa de una ofensa, daño o injuria. 

Hay tres requisitos básicos que deben ser satisfechos antes de poder utilizar una 

mediación víctima-delincuente: 

- El delincuente debe aceptar o no negar su responsabilidad por el delito; 

- Tanto la víctima como el delincuente deben estar dispuestos a participar; 

- Tanto la víctima como el delincuente deben considerar si es seguro participar en 

el proceso. 
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En la mediación víctima-delincuente, a las víctimas de un delito a menudo se les 

proporciona, conforme sea necesario, ayuda y asistencia y el máximo de información 

sobre la sanción y la forma de una resolución o de un acuerdo restaurativo. También se 

les permite decirle al delincuente cómo les afectó el delito y pedirle información sobre 

el mismo. El proceso de mediación, en lo posible, provoca la reparación y alguna forma 

de compensación para las pérdidas de las víctimas. El proceso de mediación no siempre 

implica el contacto directo entre el delincuente y la víctima. Cuando hay contacto 

directo, la víctima es a menudo invitada a hablar primero durante la mediación, como 

forma de fortalecerle. 

 

El mediador ayuda a ambas partes a llegar a un acuerdo que satisfaga las necesidades de 

ambas y proporcione una solución al conflicto. Cuando el proceso ocurre antes de la 

sentencia, un acuerdo de conciliación mediada entre el delincuente y la víctima puede 

ser enviado al tribunal y ser incluido en la sentencia o en las condiciones de la orden de 

aprobación. 

 

El respeto a los derechos humanos requiere la construcción de un sistema de justicia 

penal justo y eficaz, capaz de controlar la delincuencia dentro de los límites planteados 

por el Estado de Derecho. La UNODC apoya a los gobiernos en el desarrollo de 

estrategias para la reforma de todos los aspectos del sistema de justicia penal, con 

especial énfasis en ayudar a los grupos vulnerables, especialmente mujeres, jóvenes y 

niños. 

La UNODC también trabaja con proyectos sobre justicia de menores, reforma penal y 

apoyo a las víctimas y a testigos de delitos. Estas acciones resultan en una amplia gama 

de manuales y herramientas de evaluación (en inglés) que abarcan todas las esferas del 
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sistema de justicia penal, basadas en normas internacionales y estándares definidos por 

las Naciones Unidas.  

La UNODC desarrolla proyectos y presta asistencia técnica en los siguientes temas:  

- Justicia de menores  

- Reforma penal  

- Reforma de la justicia penal  

- Justicia restaurativa  

- Alternativas a la prisión  

- Apoyo a las víctimas  

- Violencia de género  

- Monitoreo de desempeño del sistema de justicia penal  

Las actividades de proyectos en diferentes países incluyen una serie de intervenciones, 

tales como:  

- Educación y formación  

- Consultoría  

- Reformas legislativas  

- Suministro de recursos a las organizaciones no gubernamentales  

- Preparación de informes y manuales sobre las mejores prácticas en el área 

 

4.3.1.3.3. Determinar si la intervención (modificatoria) genera un grado de 

realización del objetivo legítimo proporcional al grado de afectación del derecho, 

principio y/o garantía 

Respecto a si es justificable la afectación del derecho a la igualdad o que genere un 

grado de realización al objetivo legítimo proporcional, la respuesta es negativa, por 

cuanto al verse vulnerado el derecho a la igualdad es decir la discriminación por parte 



110 
 

del Estado al expedirse normas jurídicas con un contenido inútil en su aplicación, existe 

una afectación innegable del derecho a la igualdad. Al realizar un análisis vemos 

claramente que al no efectivizarse la política criminal y aun así afectándose al derecho 

de igualdad no encontramos ningún resultado favorable ni para la efectivizacion de la 

política criminal ni menos aún para el principio de igualdad de esta manera 

vulnerándose fútilmente a tal principio con rango constitucional.  

 

Hemos señalado que el derecho a la igualdad implica que todas las personas deben ser 

tratadas en forma igual, pues, en caso contrario, estaríamos ante una situación de 

discriminación. Este mandato se extiende, asimismo, a las autoridades del Estado con 

potestad normativa, a fin de que no emitan normas que contengan mandatos 

discriminatorios. El derecho a la igualdad implica, en consecuencia, que las normas 

deben ser iguales para todos. Sin embargo, en el caso que una norma establezca un trato 

desigual, ésta deberá ser justificada con la efectividad de la política criminal del Estado, 

si no justifica y no se tiene una eficacia en la política criminal del Estado esta afectación 

al Derecho a la igualdad sería inútil.  

 

4.4. CONTRASTACION DE LOS OBJETIVOS DE INVESTIGACION 

De acuerdo a lo planteado en el presente estudio y los resultados tenemos los siguientes 

resultados efectuado el cruce de datos por variables en cada hipótesis. 

4.4.1. PARA LA HIPOTESIS ESPECÍFICA I.   

“La atenuación de la pena por responsabilidad restringida, segundo párrafo del artículo 

22, del D. Legislativo 1181,   ha sido legislada en forma regresiva y los jueces la 

inaplican siendo así esta norma inútil en la expedición de sentencias.” 
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Se ha analizado con los resultados obtenidos en la presente investigación, que en efecto, 

la atenuación de la pena por responsabilidad restringido ha sido legislada en forma 

regresiva y los jueces inaplican la prohibicion  contenida en el articulo 22º segundo 

parrafo del Codigo Penal, ya que vía control difuso es incompatible con la constitución, 

debido a que vulnera el principio – derecho de igualdad, garantizado en el artículo 2º, 

inciso 2, de la Constitución del Estado, ello corroborado, con los resultados de la 

observación de un total de 14 sentencias en Los Juzgados Penales  y Sala Penal de 

Apelaciones de la Provincia De San Román – Juliaca, que representa el 100 % , 

referente a la inaplicacion de la prohibicion  contenida en el articulo 22º segundo 

parrafo del Codigo Penal, por el cual se obtuvo que 11 sentencias que representa el 79% 

inaplican la prohibicion contenida en el articulo 22º segundo parrafo, frente a 3 

sentencia que representa el 21%  que aplica la prohibicion  contenida en el articulo 22º 

segundo parrafo. En consecuencia se valida la hipótesis especifica I 

 

4.4.2. PARA LA HIPOTESIS ESPECÍFICA II 

“Las fuentes doctrinarias que están a favor de considerar la responsabilidad restringida 

como atenuante privilegiada, son las teorías finalistas referidas a la capacidad de 

culpabilidad y las que se oponen están relacionadas al populismo penal” 

Se ha identificado con los resultados obtenidos en la presente investigación que, en efecto, la teoría 

finalista está a favor de considerar a la responsabilidad restringida como atenuante privilegiada, 

puesto que esta teoría estudia los elementos estructurales generales del delito. Se ocupa, por tanto, 

de la parte fáctica de un derecho penal de hecho y es independiente de la política criminal. Sin 

embargo, adquiere relevancia para este último en la medida en que determina con precisión los 

requisitos generales del delito (p. ej., acción, dolo, imprudencia, culpabilidad, etc.) resultantes de 

los principios fundamentales que rigen para el mismo (derecho penal del hecho, principio de 
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culpabilidad, etc.), y con ello marca límites frente a la expansión y la arbitrariedad de la legislación 

y la jurisprudencia. 

Asimismo se ha identificado con los resultados obtenidos en la presente investigación que, en 

efecto, el populismo penal se opone a considerar a la responsabilidad restringida como atenuante 

privilegiada, ello debido a que el populismo penal alude a la estrategia que despliegan los actores 

políticos y del sistema penal cuando hay problemas de inseguridad ciudadana y que consiste en 

calmar el clamor popular mediante apelaciones al aumento de las penas, el endurecimiento de los 

castigos y una serie de leyes que posteriormente, a la hora de la implementación, no tienen un 

impacto real en la prevención y disminución del delito. Por cuanto se valida la hipótesis especifica  

 

4.4.3. PARA LA HIPOTESIS ESPECÍFICA III 

“A partir de un test de constitucionalidad, es posible determinar que la restricción de la 

aplicación de la responsabilidad restringida establecida por el D. Legislativo 1181,como 

atenuante privilegiada vulnera normas constitucionales” 

Se ha determinado con el test de constitucionalidad que, en efecto, la restricción de la 

aplicación de la responsabilidad restringida, establecida por el decreto legislativo 1181, 

vulnera el derecho a la igualdad el mismo que es de rango constitucional, puesto que el 

segundo párrafo del artículo 22 del código penal integrado por el decreto legislativo N° 

1181, constituye un tratamiento jurídico desigual, por lo tanto evidencia supuesto de 

inconstitucionalidad.  Por tanto se valida la hipótesis especifica III. 
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V. CONCLUSIONES 

PRIMERA: Se concluye que la regulación de la atenuación de la pena por 

responsabilidad restringida y la aplicación de los jueces en la expedición de sentencias, 

advirtiéndose que la restricción de la responsabilidad restringida, tipificado en el 

segundo párrafo del artículo 22 del código penal, ha sido legislada regresivamente 

debido a que establece un tratamiento diferenciado en la ley al prohibir la posibilidad de 

atenuación privilegiada solo para algunos agentes, asimismo se ha analizado la 

aplicación de la responsabilidad restringida de los jueces en la expedición de sentencias, 

en el que de un total de 14 sentencias observadas en Los Juzgados Penales y Sala Penal 

de Apelaciones de la Provincia De San Román – Juliaca, que representa el 100 % , 

referente a la inaplicacion de la prohibicion contenida en el articulo 22º segundo parrafo 

del Codigo Penal, se tiene el 79% inaplican la prohibicion contenida en el articulo 22º 

segundo parrafo, y el 21%  que no inaplica la prohibicion, ya que vía control difuso es 

incompatible con la constitución, debido a que vulnera el principio – derecho de 

igualdad, garantizado  el artículo 2º, inciso 2, de la Constitución política del Estado.  

  

SEGUNDA: Se concluye que las fuentes doctrinarias que sustentan y se oponen a 

considerar la responsabilidad restringida como atenuante privilegiada, es así que la 

teoría finalista sustenta a considerar a la responsabilidad restringida como atenuante 

privilegiada, dado que estudia los elementos estructurales generales del delito y 

determina con precisión los requisitos generales del delito, y con ello marca límites 

frente a la expansión y la arbitrariedad de la legislación y la jurisprudencia. Asimismo el 

populismo penal se opone a considerar la responsabilidad restringida como atenuante 

privilegiada debido a que despliega los actores políticos y el sistema penal cuando hay 

problemas de inseguridad ciudadana para calmar el clamor popular mediante el aumento 
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de penas, el endurecimiento de los castigos y una serie de leyes que posteriormente no 

tienen un impacto real en la prevención y disminución del delito. 

 

TERCERA: Se concluye que la restricción de la aplicación de la responsabilidad 

restringida como atenuante privilegiada, establecida en el D. Legislativo 1181, vulnera 

el principio constitucional de igualdad, ello debido a que el segundo párrafo del artículo 

22 del código penal establece un tratamiento diferenciado en la ley, evidenciándose una 

discriminación por parte del Estado al expedirse normas jurídicas inconstitucionales, es 

más se ha evidenciado que a pesar de verse afectado el derecho de igualdad, no se ha 

efectivizado la política criminal vulnerándose vanamente el principio constitucional de 

igualdad. 
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VI. RECOMENDACIONES 

PRIMERA: resulta urgente y necesario tomar en cuenta los resultados obtenidos, para 

mejorar nuestro sistema de justicia y expulsar de nuestro ordenamiento jurídico los 

desatinos que han sido identificados; de tal forma que se recomienda derogar el segundo 

párrafo del artículo 22° del Código Penal, debido a que establece un tratamiento 

diferenciado en la ley; ahora bien en cuanto a la aplicación de dicha norma por los 

magistrados, estos no deben aplicar la prohibición de la responsabilidad restringida, 

dado que para ello existe otras circunstancias como la reincidencia, si se actuó con 

ferocidad o por lucro, entre otros, al momento de emitir su fallo. 

 

SEGUNDA: Se recomienda no dejarse arrastrar por la fuente doctrinaria del populismo 

penal ya que ella constituye una estrategia que despliegan los actores políticos y penales 

para intentar calmar el clamor popular en contra de la impunidad mediante el aumento 

de las penas, el endurecimiento de los castigos, y una serie de leyes que posteriormente, 

a la hora de su ejecución, carecen de un impacto real en la prevención y disminución del 

delito. 

 

TERCERA: Y finalmente se tiene que el segundo párrafo del artículo 22º del Código 

Penal, vulnera el principio – derecho de igualdad es por ello que se recomienda, 

establecer un Acuerdo Plenario el cual coadyuve a una decisión uniforme que no 

vulnere el principio a la igualdad en el marco del Constitucionalismo, garantizado en el 

artículo 2º, inciso 2, de la Constitución del Estado. 
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ANEXOS 

ANEXO 1 

UNIVERSIDAD NACIONAL DEL ALTIPLANO- PUNO 

ESCUELA PROFESIONAL DE DERECHO 

FICHA DE ANALISIS DOCUMENTAL 

I.- IDENTIFICACION DE LA UNIDAD DE ESTUDIO: 

II. IDENTIFICACION DEL OBSERVADOR: 

III. ÍTEMS DE OBSERVACION: 

3.1. Título: 

3.2. Autor: 

3.3. Fecha de publicación: 

3.4. Editorial o fuente: 

3.5. Páginas: 

3.5. Contenido:  

………………………………………………………………………………………………………… 

………………………………………………………………………………………………………… 

………………………………………………………………………………………………………… 

………………………………………………………………………………………………………… 

………………………………………………………………………………………………………… 

………………………………………………………………………………………………………… 

………………………………………………………………………………………………………… 

………………………………………………………………………………………………………… 

………………………………………………………………………………………………………… 

………………………………………………………………………………………………………… 
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………………………………………………………………………………………………………… 

………………………………………………………………………………………………………… 

………………………………………………………………………………………………………… 

………………………………………………………………………………………………………… 

………………………………………………………………………………………………………… 

………………………………………………………………………………………………………… 

 

3.6. Observaciones y/o notas: 

………………………………………………………………………………………………………… 

………………………………………………………………………………………………………… 

………………………………………………………………………………………………………… 

………………………………………………………………………………………………………… 

………………………………………………………………………………………………………… 

………………………………………………………………………………………………………… 

………………………………………………………………………………………………………… 

………………………………………………………………………………………………………… 
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ANEXO 2 

UNIVERSIDAD NACIONAL DEL ALTIPLANO- PUNO 

ESCUELA PROFESIONAL DE DERECHO 

TEST DE CONSTITUCIONALIDAD 

I. IDENTIFICACION DE LA UNIDAD DE MEDICION: 

1.1. Determinación del ámbito normativo del derecho, principio y/o garantía 

fundamental 

…………………………………………………………………………………………………………………….……… 

…………………………………………………………………………..…………………………………………..…… 

1.1.1. Determinación del contenido del derecho, principio y/o garantía fundamental 

…………………………………………………………………………………………………………………….……… 

…………………………………………………………………………..…………………………………………..…… 

1.2. ¿El contenido de la modificación legislativa supone una intervención en el 

ámbito normativo del derecho, principio y/o garantía fundamental? 

No. Porque: ..…………………………………………………………………………………………………... 

…………………………………………………………………………………………………………………………. 

Sí. Porque: ..…………………………………………………………………………………………………... 

………………………………………………………………………………………………………………………. 

 Determinar si la intervención en el ámbito normativo del derecho, principio 

y/o garantía fundamental se encuentra justificada: 

1.3.1. Determinar si la intervención es idónea para fundamentar un objetivo 

constitucionalmente legítimo 

1.3.1.1. Determinar la legitimidad del objetivo 

…………………………………………………………………………………………………………………….……… 

…………………………………………………………………………..…………………………………………..…… 
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1.3.1.2. Determinar la idoneidad de la medida (modificación legislativa) 

…………………………………………………………………………………………………………………….……… 

…………………………………………………………………………..…………………………………………..…… 

1.3.2. Determinar la necesidad de la intervención en el ámbito normativo del 

derecho, principio y/o garantía  

…………………………………………………………………………………………………………………….……… 

…………………………………………………………………………..…………………………………………..…… 

1.3.2.1. Determinar si existen medios alternativos idóneos 

…………………………………………………………………………………………………………………….……… 

…………………………………………………………………………..…………………………………………..…… 

1.3.3. Determinar si la intervención (modificatoria) genera un grado de realización 

del objetivo legítimo proporcional al grado de afectación del derecho, principio y/o 

garantía 

…………………………………………………………………………………………………………………….……… 

…………………………………………………………………………..……………………………………………….
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ANEXO 3 

PROYECTO DE LEY Nº 

 

PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA 

EL Artículo 22. Responsabilidad 

restringida del decreto legislativo N° 

1181. 
 

I. FORMULA LEGAL  

CONGRESO DE LA REPUBLICA 

Ha dado la Ley siguiente: 

 

LEY QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 22. RESPONSABILIDAD 

RESTRINGIDA - DECRETO LEGISLATIVO N° 1181, 

 

 

Artículo 1º Modificación del artículo 22 segundo párrafo del decreto legislativo 

N° 1181. 

Modifíquese el artículo 22 segundo párrafo del decreto legislativo N° 1181, el 

mismo que queda redactado de la siguiente manera. 

 

(…)"Artículo 22. Responsabilidad restringida 

Por la edad Podrá reducirse prudencialmente la pena señalada para el hecho 

punible cometido cuando el agente tenga más de dieciocho y menos de veintiún 

años o más de sesenta y cinco años al momento de realizar la infracción, salvo que 

haya incurrido en forma reiterada en los delitos previstos en los artículos 111, 

tercer párrafo, y 124, cuarto párrafo. (…) 

 

Artículo 2º Principio de igualdad 

El derecho fundamental a la igualdad se encuentra considerado y protegido en los 

artículos 1 y 7 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, reconociendo 

que todos los seres nacen libres e iguales en dignidad, que todos son iguales ante la 

ley, que tienen derecho a igual protección de la ley, y protección contra todo acto 

de discriminación16; y en los artículos 1 y 24 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, asumiendo los Estados el compromiso de respetar los derechos 

fundamentales y garantizar su pleno ejercicio sin discriminación alguna, al derecho 

a la igualdad ante la ley con derecho a igual protección de la ley 
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Artículo 3º Vigencia. 

La presente ley entra en vigencia a partir del día siguiente de su publicación en el    

diario Oficial El peruano Comuníquese al Señor Presidente de la Republica para su 

promulgación. 
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